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Glosario de siglas, acrónimos y 
abreviaturas

ACR: Área de conservación regional.

AIDESEP: Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva Peruana.

ANP: Área natural protegida.

ARFFS: Autoridad Regional Forestal y de Fauna Silvestre.

BPP: Bosque de producción permanente.

CADH: Convención Americana sobre Derechos Humanos.

CEPKA: Consejo Étnico de los Pueblos Kichwa de la Amazonía.

CIDH: Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Convenio 169: Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo 
sobre pueblos indígenas y tribales.

Corte IDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos.

CTCUM: Clasificación de tierras por su capacidad de uso mayor.

DGAAA: Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios. 

DRA San Martín: Dirección Regional de Agricultura de San Martín.

DRA Ucayali: Dirección Regional de Agricultura de Ucayali.

DUDH: Declaración Universal de los Derechos Humanos.

FECONAU: Federación de Comunidades Nativas de Ucayali y Afluentes.

FPP: Forest Peoples Programme.
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GR San Martín: Gobierno Regional de San Martín.

GR Ucayali: Gobierno Regional de Ucayali.

IDL: Instituto de Defensa Legal.

MINAGRI: Ministerio de Agricultura y Riego.

MINAM: Ministerio del Ambiente.

MININTER: Ministerio del Interior.

MINJUSDH: Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.

OICA: Organizaciones Indígenas de la Cuenca Amazónica.

ONAGI: Oficina Nacional de Gobierno Interior.

PETT: Proyecto Especial de Titulación de Tierras y Catastro Rural.

SERFOR: Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre.

SERNANP: Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado.

SUNARP: Superintendencia Nacional de los Registros Públicos.

TC: Tribunal Constitucional del Perú.
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Introducción

Desde la creación de la República, la Amazonía peruana ha sido vista y 
comprendida como una gran reserva de recursos naturales: una despensa in-
agotable para satisfacer los intereses del poder. Así lo demuestra la secuencia 
histórica: madera, caucho, petróleo, oro. Sin embargo, los bosques y ríos de la 
gran Amazonía –para los propios pueblos indígenas– son y significan mucho 
más: territorios vivos donde a lo largo de siglos se han venido tejiendo rela-
ciones de crianza y cuidado, con las consecuentes  condiciones para el goce de 
la vida plena1. 

A pesar de ser propietarios ancestrales de estas tierras, durante los últi-
mos siglos los pueblos indígenas han sido despojados, desplazados y hasta 
exterminados para garantizar la buena marcha de las actividades extractivas, 
altamente lucrativas.

Todavía hoy soportan el despojo y la destrucción de sus territorios. El 
neoextractivismo y sus lógicas continúan asediándolos, mientras la respues-
ta del Estado es ambigua. Si bien es cierto que el movimiento indígena ha 
logrado importantes victorias en la consolidación de su protección legal, 
desde la Reforma Agraria y la promulgación de la Ley de Comunidades Na-
tivas y de Promoción Agropecuaria de Regiones de Selva y Ceja de Selva 
(Decreto Ley N° 20653, 1974), continúa pendiente una agenda urgente.

1	 Más de la mitad de las cerca de 70 millones de hectáreas de bosque tropical de la Amazonía 
peruana son consideradas por los pueblos indígenas como territorios ancestrales, lo que 
igualmente sucede en otros países amazónicos (AIDESEP, 2017). Gracias a que esta realidad 
ha sido reconocida por el Estado peruano y la comunidad internacional, hoy no es posible 
implementar estrategias efectivas contra la deforestación y el cambio climático sin tomar en 
cuenta los territorios indígenas (AIDESEP y Forest Peoples Programme, 2018).
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Es preciso indicar que durante el gobierno militar la actuación estatal 
pretendió reunir a los indígenas amazónicos en poblaciones campesinas 
(como las andinas, de agrupación permanente y producción agrícola), en 
contra de su movilidad tradicional y con un limitado reconocimiento de 
sus territorialidades históricas, originando conflictos entre las nacientes co-
munidades y los colonos (Villalobos Ruiz, 2016). Medio siglo después, esta 
visión no ha cambiado.

Por el contrario, a pesar del paso del tiempo y de hitos significativos en 
el reconocimiento oficial de los derechos indígenas (en el derecho nacio-
nal y especialmente en el internacional), las acciones e intenciones de un 
sector importante del Estado y el gran empresariado –propio y foráneo– 
persiguen menoscabar la identidad indígena, asimilarlos en lo posible y 
desconectarlos de sus territorios, para explotar económicamente sus tie-
rras y recursos naturales. La expansión de la frontera agroextractiva para 
la producción de materias primas consideradas commodities, como la pal-
ma aceitera y el cacao, entre otros, grafica actualmente esta problemática 
que acarrea graves impactos socioecológicos y culturales (Forest Peoples 
Programme, 2018).

La inseguridad jurídica en torno a los territorios indígenas y su pérdida 
progresiva, en ese sentido, se muestran como dos de los factores de mayor 
amenaza. Conforman una causa estructural subyacente que, en determinados 
contextos, genera una espiral que se retroalimenta e intensifica creando una 
serie de problemas cada vez más severos, entre los que encontramos aque-
llos asociados a la seguridad alimentaria, la salud y el bienestar, seriamente 
afectados por la destrucción u obstrucción del acceso a las áreas tradicionales 
de cultivo, caza o pesca; así como la consiguiente destrucción paulatina de 
las economías indígenas locales. Otro problema es el entorpecimiento de las 
prácticas culturales ancestrales y la devastación de espacios sagrados, funda-
mentales en las cosmovisiones indígenas. 

Por otro lado, es también un problema crítico el incremento progresivo 
de la violencia contra los pueblos indígenas, asociada con el acaparamiento y 
tráfico ilegal de tierras. La violencia contra las y los defensores indígenas de 
derechos humanos –a quienes nos referiremos como defensores de la tierra–, 
no solo atenta contra ellos sino que amenaza la supervivencia cultural de los 
propios pueblos indígenas, y con ella el rico tejido que viene vinculando a 
pueblo y territorio desde hace generaciones.
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La presente publicación analiza este problema desde un enfoque sociojurí-
dico y plantea dos perspectivas: las dinámicas legales que permiten la violación 
de los derechos territoriales de los pueblos indígenas, y la falta de mecanismos 
de protección para los defensores de la tierra. Para esto, se analizarán casos re-
lacionados con los pueblos shipibo-conibo y kichwa, con mayor énfasis en las 
comunidades nativas de Santa Clara de Uchunya, en Ucayali, y Nuevo Lamas de 
Shapaja, en San Martín. Ello en razón de su carácter emblemático, pues ambas 
problemáticas reúnen distintas características y aluden a desafíos presentes a lo 
largo de la Amazonía peruana.

Las dos comunidades enfrentan, en principio, problemas de índole terri-
torial que han devenido en otros como los anteriormente descritos: en el pri-
mer caso, por causa de la mutilación del territorio de Santa Clara de Uchunya 
para la tala y posterior explotación agroindustrial de palma aceitera; y en el 
segundo, por la pérdida del control territorial de Nuevo Lamas tras la creación 
de un área natural protegida.

Consideramos, como se abundará en las siguientes páginas, que la efec-
tiva protección jurídica de los territorios indígenas y de sus defensores son 
factores claves para prevenir conflictos sociales y crear condiciones de convi-
vencia social y paz. Además, resulta esencial para garantizar la supervivencia 
e identidad cultural indígena en un ambiente sano, diverso y pacífico, lo que a 
su vez posibilita la mejor conservación de la Amazonía.

La primera parte de este texto apuntará a describir las falencias y va-
cíos en la legislación peruana –y su aplicación– que generan la vulneración 
de los derechos territoriales de los pueblos indígenas (propiedad colecti-
va, territorio y recursos naturales). Para esto se estudiarán las dinámicas de 
despojo ocurridas en los casos de Ucayali y San Martín: la entrega de cons-
tancias de posesión a particulares y la suscripción de contratos de cesión 
en uso. En ese sentido se señalaran las afectaciones que sufren los pueblos 
shipibo-conibo y kichwa, producto de su especial e íntima vinculación con 
la tierra y el ambiente.

La segunda parte analizará brevemente la situación de los defensores de 
la tierra en el Perú, así como los mecanismos existentes en el país para su 
protección y acceso a la justicia. En este contexto, se describirán los mecanis-
mos existentes en otros países de la región –como Colombia y México–, y las 
oportunidades y desafíos que enfrenta hoy el Estado peruano para hacer valer 
cabalmente su rol como garante de derechos.
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Por último, se formularán algunas conclusiones y recomendaciones des-
tinadas al  Estado a través de sus numerosas agencias, cuestionándonos ¿qué 
acciones llevar a cabo, o dejar de realizar, para contribuir con la efectiva pro-
tección de los pueblos indígenas amazónicos y con los defensores de la tierra? 
Igualmente nuestras conclusiones aluden a los defensores de la tierra, las or-
ganizaciones indígenas y de la sociedad civil.
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Comuneros de Santa Clara de Uchunya se preparan para cruzar el río Aguaytía.

Iván Flores, comunero de Santa Clara de Uchunya, apunta a un árbol recientemente talado.
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Un comunero de Nuevo Lamas secando la cosecha de café.
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Comuneros de Nuevo Lamas tras una audiencia en la Corte Superior de Justicia de San Martín, en Tarapoto.
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Antecedentes

Santa Clara de Uchunya

Denunciamos la falta de acción del Gobierno para la protección de nuestras 
vidas y territorios ancestrales. ¿Debemos de morir para que el Estado decida 

resolver nuestro problema?

Comunicado de la comunidad, octubre de 20172

Ahora para cazar tienes que ir lejos, con cama. Más antes, en un ratito, te vas 
en la mañana, a las 8 o 9, estás con tu carga ya. Mataban venado, sajino. Pero 

ahora ya no se ve nada.

Manuel Silvano Díaz, sabio y fundador de la comunidad

Ya no tenemos la alimentación suficiente, estamos careciendo de mucha 
necesidad, porque no tenemos ya para cazar, para pescar.

Carlos Hoyos Soria, jefe de la comunidad

2	 Ver: http://www.forestpeoples.org/sites/default/files/documents/ComunicadoSantaClaraOct2017.pdf
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Antes teníamos toda cosa. Para nosotros, era mercado en nuestro territo-
rio. Ahora no podemos ni caminar ni una hora, porque somos amenazados. 

De esa manera, yo me preocupo, mañana, más tarde, ¿qué comerán mis 
hijos? ¿Cómo ellos van a alimentar a sus hijos? Así como nos habían alimen-
tado mi madre y mi padre a nosotros. Y ahora nosotros no podemos. Y ellos 

van a ser peor, porque ya no hay. Ni van a conocer cuál es palo para hacer 
canoa, como es nuestra costumbre. No van a saber qué es medicina, porque 

ya no hay. Todo lo están agotando. Antes comíamos bien, nosotros crecíamos 
fuerte, gordo, pero ahora nuestros hijos ¿qué pasa? Están con diarrea, con 

vomito, deshidratados.

Luisa Mori González, presidenta del Club de Madres y lideresa de la 
comunidad

La Comunidad Nativa de Santa Clara de Uchunya se ubica en el distrito 
de Nueva Requena, provincia de Coronel Portillo en la región de Ucayali. Esta 
comunidad, conformada por el pueblo shipibo-conibo, habita en la selva ama-
zónica peruana y su población se estima en 450 personas. 

La comunidad fue reconocida el 27 de agosto de 1975 por el Estado perua-
no, a través del Ministerio de Agricultura. En 1986, se le reconoció propiedad 
sobre 218.54 hectáreas. En ese momento solo se tomaron en cuenta las tierras 
donde existían viviendas y las áreas de cultivo adyacentes, y la concentración 
de la mayoría de viviendas en un centro poblado no supuso la disminución del 
uso del territorio tradicional (Castro y Villegas, 2017).

En 2012, la empresa Plantaciones de Pucallpa S.A.C. (ahora Ocho Sur 
P.) adquirió la propiedad de 6,845.43 hectáreas de bosques primarios, parte 
del territorio de la comunidad de Santa Clara. Para acumular dicha exten-
sión compró los derechos de 222 predios, obtenidos previamente de forma 
irregular por cientos de colonos –presuntos traficantes de tierras, agrupados 
en la Asociación de Productores Agropecuarios Las Palmeras de Tibecocha–, 
mediante procedimientos de titulación fantasma (Dammert, 2017). Los títu-
los fueron otorgados por el Gobierno Regional de Ucayali, por medio de su 
Dirección Regional de Agricultura.

En 2014 la empresa había destruido el 99.69% de las tierras en su poder 
(6,845 hectáreas) con el fin de cultivar palma aceitera, según fue determinado 
en el marco de un procedimiento administrativo por la Dirección Regional 
de Asuntos Ambientales Agrarios del Ministerio de Agricultura y Riego. Es 
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así que la empresa actuó como agente catalizador del tráfico ilegal de tierras 
en la región: desde el establecimiento de su plantación, nuevos actores han 
ingresado en la zona con el fin de apoderarse de tierras para su venta a la 
agroindustria.

Según afirma Laguna de la Gala (2018), el establecimiento de la em-
presa ha ocasionado una migración masiva de individuos con intereses 
sobre la tierra, desencadenando así nuevas disputas en el distrito de Nue-
va Requena. Esta situación ha resultado en el incremento sostenido de la 
deforestación en la zona, así como en el cercenamiento del territorio de 
la comunidad, cuyas consecuencias son múltiples. La pérdida progresiva 
del territorio tradicional ha resultado en graves daños sociales y ambien-
tales, y desde 1996 la Comunidad Nativa de Santa Clara de Uchunya viene 
solicitando reiteradamente que se reconozca la totalidad de su propiedad 
(Castro y Villegas, 2017). 

Además, esta comunidad sufre de problemas de seguridad alimentaria 
al haber perdido acceso a recursos naturales que formaban parte de su die-
ta, especialmente a las fuentes de proteína animal (majaz, venado, sajino, 
tortuga), carencia que afecta especialmente a mujeres, niños y adolescentes. 
También ha visto restringido su acceso a espacios de significación cultural y 
espiritual, de donde extraían frutos y vegetales para la medicina tradicional 
y la artesanía.

Más aún, las restricciones de tránsito suponen amenazas para los indíge-
nas que continúan desplazándose alrededor del territorio tradicional. Es así 
que durante los últimos años se han registrado numerosas amenazas y agre-
siones contra miembros de la comunidad. En julio de 2018 Carlos Hoyos, jefe, 
fue tiroteado cuando se encontraba en compañía de su hermano Benjamín. 
Huber Flores, comunero, también fue víctima de agresiones en diferentes oca-
siones: su casa fue quemada en febrero de 2014, y en 2017 fue golpeado du-
rante la noche por un grupo de hombres armados, en presencia de su esposa 
Natalith Mozombite y su hijo Carlos Antonio.

Otros miembros y dirigentes, como James Lozano (teniente goberna-
dor), Álex Soria (agente municipal), Joel Nunta (coordinador), Rodit Gue-
rra, Miguel Fasabi, Iván Flores y Luisa Mori (comuneros), han sufrido inti-
midación y amenazas e incluso muchos han sido denunciados por colonos 
y presuntos traficantes de tierras. La mayoría de los procesos judiciales han 
sido archivados.
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La comunidad –con el patrocinio de IDL y el respaldo de FECONAU 
y FPP– ha iniciado numerosas acciones legales para la defensa de sus dere-
chos, tanto mediante las vías constitucional y penal (los casos se encuentran 
en manos del Tribunal Constitucional y del Ministerio Público, respectiva-
mente) como a través de instancias internacionales. Santa Clara de Uchunya 
apostó, mediante el litigio estratégico, por otros medios de incidencia polí-
tica y mediática (Másquez Salvador, 2018). Finalmente su objetivo es conse-
guir un título de propiedad que reconozca y garantice la propiedad formal 
sobre el territorio tradicional y, con ello, lograr protección jurídica para su 
seguridad e identidad colectiva.



DINÁMICAS DEL DESPOJO

19

Nuevo Lamas de Shapaja

Yo he caminado por estas tierras desde que era niño. Estamos luchando para 
poder vivir bien, como vivíamos antes. 

Miguel Ishuiza, sabio y líder de la comunidad

Yo he crecido en este territorio y quiero seguir sembrando mi plátano, maíz y 
frijol sin enfrentar las prohibiciones del ACR Cordillera Escalera y el Gobierno 

Regional de San Martin.

Peregrina Ishuiza Sangama, abuela y sabia de la comunidad

Nosotros, antes de pedir permiso a alguien, a algunas instituciones, nosotros 
siempre pedíamos permiso al monte. O sea, teníamos que fumar un mapacho 

para poder ingresar a la montaña, porque la montaña tiene sus ánimas, de 
repente para que no nos pase algo tenemos que pedir permiso fumando un ma-

pacho y entramos.

Manuel Amasifuen Sangama, líder de la comunidad de Alto Pucalpillo

La Comunidad Nativa de Nuevo Lamas de Shapaja, del pueblo kichwa, se 
encuentra en la región de San Martín en la Amazonía peruana. El Estado, a 
través del Gobierno Regional de San Martín, reconoció su personalidad jurí-
dica en febrero de 2016, cuando   determinó la extensión su territorio en 1,651 
hectáreas, de las cuales le otorgó en propiedad solo 31. Las 1,620 restantes, por 
ser tierras de aptitud forestal y de protección, fueron transferidas mediante un 
contrato de cesión en uso.

Los kichwas sostienen que «el gobierno los ha despojado de sus territorios 
y se los ha prestado temporalmente» (Meneses, 2018). En efecto, además de 
no haberles otorgado en propiedad la mayor parte de su territorio, el contrato 
de cesión en uso establece numerosas prohibiciones y restricciones que atañen 
a las actividades de agricultura, caza, pesca y tala que la comunidad ha reali-
zado tradicionalmente.

Asimismo, 1,314 hectáreas del territorio de la comunidad se superponen 
al Área de Conservación Regional Cordillera Escalera (ACR-CE), área natural 
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protegida creada mediante decreto supremo en el año 2005, sin mediar con-
sulta alguna con los pueblos indígenas kichwas. 

La imposición del ACR-CE ha resultado en una serie de limitaciones y 
restricciones sobre el acceso y uso del territorio y sus recursos naturales, no 
solo para la comunidad de Nuevo Lamas de Shapaja sino también para varias 
otras. Destacan los casos de Ankash Yaku de Achinamisa y Alto Pucalpillo, 
comunidades acusadas de cometer delitos ambientales al realizar sus activida-
des agrícolas tradicionales; y de integrantes de la comunidad de Mishkiyakillo 
amenazados por autoridades del ACR-CE con ser denunciados por la caza 
ilegal de una especie protegida, la huangana, y la construcción de un tambo 
comunal (casa de descanso). 

En el caso arriba mencionado relativo a la comunidad de Mishkiyakillo, 
la comunidad solicitó el permiso y se vio en la necesidad de matar al animal 
en defensa propia. En otra ocasión, le fue denegada una solicitud para cultivar 
plátanos en una chacra antigua, en aplicación de un método tradicional de agri-
cultura rotativa conocido como crianza de purmas (FECONAU et al., 2018).

Sin acceso a la totalidad de sus tierras y recursos, es difícil para los ki-
chwas practicar, conservar y revitalizar sus costumbres. No solo las activida-
des tradicionales mencionadas, también diversos ritos espirituales asociados a 
estas, esenciales para su formación adecuada (Elguera, 2017). 

Por un lado, las comunidades kichwas enfrentan la disminución de sus 
fuentes de alimentación debido a medidas de conservación que restringen su 
acceso al territorio. Por el otro, son afectadas por las alteraciones de las carac-
terísticas de la fauna y flora derivadas de las actividades de tala y la expansión 
de la agroindustria en las tierras adyacentes. Así, la situación afecta no solo su 
capacidad de satisfacer sus necesidades alimenticias, sino también su derecho 
a reproducir sus costumbres y elegir sus propios futuros.

Lamentablemente, los esfuerzos de Nuevo Lamas de Shapaja en favor de 
la defensa de su territorio no han sido bien vistos por un sector de la población 
urbana de San Martín. En noviembre de 2017, el Gobierno Regional de San 
Martín (GR San Martín) difundió un video por medios televisivos y redes so-
ciales acusando a los indígenas de incitar a la destrucción del medio ambiente 
y propiciar actividades como la extracción de petróleo, la tala ilegal, la caza 
ilegal y el tráfico ilegal de tierras). Simultáneamente, en la ciudad de Tarapoto, 
se han registrado protestas contra la comunidad por cuestionar los efectos del 
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ACR-CE y pedir su suspensión hasta que se realice un procedimiento de con-
sulta previa. El ACR que se acuerde debe permitirles acceder con dignidad a 
sus bosques, plantas y animales, sin temor a ser objeto de represalias.

La comunidad junto con la organización que la representa, el Consejo 
Étnico de los Pueblos Kichwa de la Amazonía (CEPKA) –con el patrocinio 
de IDL y el respaldo de FPP–, ha iniciado acciones legales para la defensa de 
sus derechos por vía constitucional mediante una demanda de amparo y ha 
adelantado igualmente acciones internacionales.  

En vista de que a finales del 2018, la Corte Superior de Justicia de San 
Martín dictó sentencia rechazando las pretensiones de Nuevo Lamas, la co-
munidad recurrirá ahora al Tribunal Constitucional. Nuevamente, el litigio 
estratégico es la opción que tienen en sus manos para reivindicar sus derechos 
políticos y territoriales, así como para garantizar la protección de sus miem-
bros como defensores de la tierra.
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Comuneros de Santa Clara de Uchunya se preparan para el monitoreo territorial.

Deforestación en Santa Clara de Uchunya.
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I. Falencias que facilitan la violación 
de los derechos territoriales de los 

pueblos indígenas amazónicos

Existen, a decir de nuestra experiencia, obstáculos institucionales que 
viabilizan la violación de los derechos territoriales de los pueblos indígenas 
amazónicos, exponiéndolos así a la violencia y conflictos sociales: a) las 
falencias y vacíos presentes en la regulación sobre el reconocimiento de la 
propiedad indígena; b) la falta de mecanismos de salvaguarda para territorios 
indígenas no titulados; c) la simpleza y falta de previsión en la autoriza-
ción de actividades económicas por parte de particulares en territorios 
indígenas; y d) un obstáculo operativo que debe añadirse a los anteriores: 
la insuficiente especialización de los funcionarios públicos responsables 
de la titulación.

A continuación apuntamos a describir más detalladamente los refe-
ridos obstáculos, en particular en relación con los casos de las comuni-
dades de Santa Clara de Uchunya (Ucayali) y Nuevo Lamas de Shapaja 
(San Martín).

1.	 Falencias y vacíos en la regulación para el reconocimiento 
de la propiedad indígena 

El Estado peruano, según dicta el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, tiene la obligación de delimitar, demarcar y titular la propiedad de 
los pueblos indígenas3. Así lo establece también la Constitución Política en 

3	 Corte IDH. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni contra Nicaragua. 
Sentencia de 31 de agosto de 2001. Fondo, reparaciones y costas, párr. 164.
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sus artículos 88 y 894, que otorgan a la propiedad indígena el carácter de im-
prescriptible. En virtud de estas disposiciones constitucionales, los títulos de 
propiedad emitidos sobre el territorio indígena tienen un carácter  declarativo 
antes que constitutivo. Representan, pues, el reconocimiento formal de una 
realidad preexistente –y no un acto de generosidad5– cuyo objetivo es ofrecer  
seguridad jurídica a los pueblos indígenas. La Coordinadora de las Organi-
zaciones Indígenas de la Cuenca Amazónica (COICA) lo resume así: «Los 
derechos no se mendigan, sino se ejercen»6. 

No obstante, la práctica ha demostrado la existencia de un sinnúmero 
de procedimientos administrativos, con distintas falencias y vacíos legales, a 
los que las comunidades se encuentran sujetas para obtener sus títulos que, 
como ya señalado, deberían garantizar sus derechos territoriales. Para ahon-
dar en esto, encontramos necesario evaluar –en líneas generales– el marco 
legal vigente.

Para empezar, la legislación nacional clasifica a los pueblos indígenas pe-
ruanos en comunidades nativas (habitan en la región amazónica) y campesinas 
(habitan en la región andina), clasificación esta materializada en la Ley de Co-
munidades Nativas y de Desarrollo Agrario de la Selva y Ceja de Selva (Decre-
to Ley N° 22175, de 1978) y la Ley General de Comunidades Campesinas (Ley 
N° 24656, de 1987). Consecuentemente, comunidades nativas y campesinas se 
rigen por normas diferenciadas también en lo relativo a la propiedad.

En el caso que nos ocupa, el Estado establece en relación con las comu-
nidades indígenas una distinción en cuanto a su vinculación con el territorio; 
sedentarias y de migración estacional (artículo 10 del Decreto Ley Nº 22175). 
Para las primeras, se reconoce su propiedad sobre «la superficie que actual-
mente ocupan para desarrollar sus actividades agropecuarias, de recolección, 
caza y pesca». Para las segundas, «la totalidad de la superficie donde se esta-
blecen al efectuarlas [las migraciones estacionales]».

4	 La disposición señala: [El Estado] [g]arantiza el derecho de propiedad sobre la tierra, 
en forma privada o comunal o en cualquiera otra forma asociativa [de las comunidades 
campesinas y nativas].

5	 Visión que se manifiesta en el lenguaje que se utiliza para describir el otorgamiento o 
entrega de títulos de propiedad o las solicitudes de reconocimiento territorial que realizan 
los pueblos indígenas.

6	 Mandato de Macapá, junio de 2018.
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No obstante, en la práctica no es suficiente el autorreconocimiento de 
la comunidad como indígena para garantizar su existencia legal ni, mucho 
menos su acceso a la propiedad7, siendo la existencia legal o personería ju-
rídica un requisito previo para la acreditación, conservación y defensa de la 
propiedad indígena (Defensoría del Pueblo, 2014). 

Los procedimientos son complejos y exigen a las comunidades ges-
tionar un sinnúmero de trámites8 desde la solicitud formal a la Dirección 
Regional Agraria correspondiente hasta la entrega del título de propiedad 
(o contrato de cesión en uso). Para su reconocimiento y titulación, las 
comunidades nativas deben seguir al menos 19 pasos, que en la práctica 
podrían incrementarse a 28, y tardar hasta 20 o 25 años de espera (World 
Resources Institute, 2017; Defensoría del Pueblo, 2018). Se trata, por tan-
to, de procedimientos burocráticos y altamente técnicos, que poco toman 
en cuenta las dimensiones social y cultural de los pueblos indígenas ama-
zónicos y sus necesidades.

La normativa relacionada con la titulación de los pueblos indígenas es 
compleja, dispersa y hasta contradictoria (Defensoría del Pueblo, 2014). Al 
respecto, Chirif y Ruiz Molleda (2015) señalan como algunos de sus principa-
les problemas la no titulación de tierras con aptitud forestal, la no titulación 
dentro de áreas naturales protegidas y la clasificación de suelos. A estos obs-
táculos debemos añadir la exigencia de actas de colindancia para demarcar 
territorios indígenas, y la falta de regulación específica en cuanto a los proce-
dimientos de ampliación territorial.

1.1.	 Tierras con aptitud forestal

Con respecto al primer punto, la propia Ley de Comunidades Nativas es-
tablece que las tierras «con aptitud forestal» serán entregadas a las comunida-
des en cesión en uso y no en propiedad (artículo 11). Así, los indígenas solo 
recibirán la propiedad de las tierras con aptitud agropecuaria, mientras que 

7	 Es pertinente señalar que muchas comunidades no se autorreconocen como tales, o lo han 
hecho tardíamente, por: a) la dificultad en el reconocimiento, debido a la burocracia y la 
resistencia de las autoridades; b) el peso del racismo y la marginalización histórica hacia los 
indígenas, que hace la posibilidad menos atractiva; o c) el desconocimiento de esta posibilidad.

8	 Además, se exige que las autoridades indígenas se desplacen hacia las capitales provinciales 
o regionales, con los costos de tiempo y dinero asociados.
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las de aptitud forestal –que son la gran mayoría– les serán otorgadas, como 
expresado anteriormente, mediante contratos de cesión en uso.

Esta situación se replica con respecto a los bosques de producción per-
manente, que forman parte del patrimonio nacional forestal como unidad de 
ordenamiento (artículos 28 y 29), donde el Estado no reconoce la propiedad 
de los pueblos indígenas sino solo el derecho de uso de acuerdo con la Ley 
Forestal y de Fauna Silvestre (Ley N° 29763, 2016).

Aunque ambas figuras involucran el ejercicio de derechos reales, son dife-
rentes. La cesión en uso es inferior e incompleta con respecto a la propiedad, 
que sí supone un ejercicio pleno de titularidad del sujeto sobre el inmueble. El 
derecho de uso al que hacemos referencia, es definido por Rams Albesa (1987) 
de la siguiente forma:

Es un derecho real en cosa ajena, sin injerencias de tercero, incluido a es-
tos efectos el propietario de la cosa objeto del derecho, que menoscaben o 
hagan imposible el goce directo, que se concede en forma estrictamente 
personal al usuario para que obtenga de la cosa cuantos servicios sea capaz 
de aprovechar para la satisfacción directa e inmediata de sus necesidades 
personales y familiares, incluso haciendo suyos los frutos naturales o in-
dustriales que sea susceptible de producir, si bien la apropiación de los fru-
tos se limita, por regla, al límite de consumo anual posible por el usuario y 
su familia.

En consecuencia, aceptar que las tierras con aptitud forestal sean cedidas 
en uso a los indígenas y no en propiedad, significa reconocer que dichas tie-
rras no les pertenecen. Es admitir que son propiedad del Estado y otorgadas 
en custodia a las comunidades bajo determinadas reglas impuestas unilateral-
mente. Esta situación es problemática y ha sido objeto de múltiples cuestiona-
mientos desde las organizaciones de la sociedad civil, los indígenas y la aca-
demia (Chirif y Ruiz Molleda, 2015; Baldovino, 2016; Asociación Interétnica 
de Desarrollo de la Selva Peruana, 2017; FPP y Global Justice Center, 2018).

Como es evidente, todo esto vulnera lo establecido en el Convenio 169, 
que señala que deberá reconocerse la propiedad de los pueblos indígenas so-
bre la totalidad de sus territorios tradicionales (artículo 14), y además señala 
que en el término tierras deberá incluirse el concepto de «territorios», que 
cubre la totalidad del hábitat de los pueblos y los recursos naturales allí exis-
tentes (artículos 13 y 15). Igualmente, se vulnera la Convención Americana de 
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Derechos Humanos, en cuanto se refiere a la propiedad privada en general y a 
la propiedad de los pueblos indígenas, en particular9.

Este ha sido el caso de la comunidad kichwa de Nuevo Lamas (San Mar-
tín). El título de propiedad que recibieron en 2016, de manos del Gobierno 
Regional de San Martín, reconoció su propiedad sobre el 1.8% de su territorio 
ancestral, mientras que el 98.2% restante les fue otorgado mediante un contra-
to de cesión en uso. En el marco de este contrato, y a raíz de la existencia del 
Área de Conservación Regional Cordillera Escalera (ACR-CE), se le vinieron 
imponiendo progresivamente barreras para el acceso y uso de sus recursos 
naturales, aspecto al cual nos referiremos a continuación.

1.2.	 Áreas naturales protegidas

Si el objetivo es el de salvar los bosques, cualquier propuesta de desarrollo debe 
incluir de manera efectiva a las comunidades indígenas y locales y aplicar pro-
tecciones sólidas para sus derechos. Hemos demostrado que superamos a todos 
los demás manejadores de los bosques en la conservación y la sostenibilidad de 

los bosques tropicales que contienen la mayoría del carbono.

Jamer López Agustín, líder shipibo y dirigente de FECONAU

De manera similar, la Ley de Áreas Naturales Protegidas (Ley N° 26834, 
de 1997) señala que no será posible otorgar propiedad a particulares al inte-
rior de tales áreas (artículo 4), y consecuentemente los pueblos indígenas, al 
ser sujetos de derecho privado, no tienen acceso a la propiedad de las tierras 
que allí se encuentran.

9	 Al respecto, señalan FPP y Global Justice Center (2018) en su Informe de Amicus Curiae en 
el proceso constitucional de amparo interpuesto por la Comunidad Nativa de Nuevo Lamas de 
Shapaja: «La obligación de delimitar, demarcar y titular la tierra y los territorios de los pueblos 
indígenas es una obligación de delimitar, demarcar y titular todas sus tierras y todos sus 
territorios. El derecho internacional no hace distinción alguna, como sí lo hace la ley nacional 
del Perú, entre las tierras que se utilizan para la agricultura o la ganadería y aquellas áreas que 
están cubiertas de bosques. Prima facie, el hecho de no otorgar a la Comunidad de Nuevo 
Lamas un título de propiedad sobre la totalidad de su territorio –incluyendo aquellas partes de 
su territorio cubiertas de bosques– es una vulneración de las obligaciones del Perú en virtud 
de la Convención Americana y el Convenio 169 de la OIT de reconocer y titular tierras y 
territorios de sus pueblos indígenas».
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Si bien es cierto que esta medida es resultado de las políticas públicas de 
conservación ambiental y pretende prevenir que los pueblos indígenas hagan 
un uso irresponsable de las tierras y recursos, su implementación no solo va 
a contramano de la jurisprudencia internacional en derechos humanos, sino 
también de una creciente evidencia, cada vez más amplia, en el sentido de que 
garantizar los derechos territoriales de los pueblos indígenas es frecuentemen-
te el medio de conservación más eficaz (MacKay, 2017). 

De hecho, existe una estrecha interrelación entre la protección de los 
ecosistemas sanos y el goce de los derechos humanos, posición sostenida por 
el relator especial de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos y el 
medio ambiente, John Knox (2017), quién sostiene que «la protección de los 
derechos humanos de las poblaciones indígenas y las comunidades locales 
tiene como resultado una mejor protección de los ecosistemas y la diversidad 
biológica», y que «tratar de conservar la diversidad biológica excluyéndolas de 
una zona protegida suele traducirse en fracaso». Estas afirmaciones se basan 
en diversas investigaciones que demuestran que:

a.	 Los territorios indígenas tradicionales, que abarcan alrededor del 22% 
de la superficie del planeta, coinciden con áreas en las que se encuen-
tra el 80% de la diversidad biológica mundial (Sobrevila, 2008; citada 
en Tauli-Corpuz, 2016).

b.	 Los bosques de propiedad y gestión indígena son mucho más efectivos 
en reducir la deforestación que las áreas estrictamente protegidas; de 
hecho, «[en] América Latina y el Caribe […] las áreas indígenas son 
casi dos veces más efectivas que cualquier otro tipo de protección» 
(Nelson y Chomitz, 2011).

c.	 Diversos estudios sobre los territorios y áreas conservadas por pueblos 
indígenas evidencian un manejo y conservación altamente efectivos 
por su parte, incluso mejores cuando sus derechos son oficialmente 
reconocidos (Porter-Bolland et al., 2012; Ellis y Porter-Bolland, 2008; 
Sheppard et al., 2010; Hayes, 2006).

Basándose en este conjunto de evidencias, la relatora especial de las Na-
ciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, Victoria Tau-
li-Corpuz (2018), destaca que en las tierras indígenas la deforestación es 
menor a la mitad en comparación con otras áreas, y que donde se reconoce 
el derecho de propiedad comunal sobre el territorio, la diferencia es aún 
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mayor. Además, afirma que «los pueblos indígenas están logrando por lo 
menos resultados iguales en términos de conservación, con una fracción del 
presupuesto de las áreas protegidas, haciendo de la inversión en los mismos 
pueblos indígenas la forma más eficaz de proteger los bosques». Así, es evi-
dente la profunda interconexión entre la defensa de los territorios, el pleno 
respeto por los derechos humanos de los pueblos indígenas y el futuro de la 
vida en el planeta.

Es así que los derechos territoriales de los pueblos indígenas son compa-
tibles con la protección de los bosques, e incluso la fortalecen. En tal sentido, 
debemos insistir en que el Estado debe garantizarles el goce de su tierra y 
también de sus recursos naturales; razón por la cual la negativa de recono-
cer propiedad indígena en áreas naturales protegidas es inconstitucional por 
violar el Convenio 169 y la Convención Americana de Derechos Humanos, 
instrumentos que reconocen el derecho de propiedad colectiva de los pueblos 
indígenas.

Como ya indicamos, este es también el caso de la comunidad de Nuevo 
Lamas. La presencia del ACR-CE, si bien pretende resguardar la biodiversi-
dad del área10, es perjudicial para la comunidad por cuanto el SERNANP ha 
establecido numerosas restricciones para el uso de los bosques y el territorio, 
entre las cuales destacan:

a.	 Los comuneros de Nuevo Lamas solo pueden usar la madera y otros 
recursos maderables con fines de subsistencia, cuando un árbol cae 
por causas naturales, y con la autorización expresa de la administra-
ción del ACR-CE, restringiendo así incluso el uso doméstico, de con-
sumo personal o de subsistencia.

b.	 El uso de los recursos vegetales y animales debe ser acorde con los 
planes de manejo, sin que el Estado haya precisado si es así también 
para el caso de usos de subsistencia; y además el contrato de cesión 
en uso estipula que deben pedir permiso a las autoridades ambienta-
les regionales. De esta forma, no se reconoce de manera explícita que 
los kichwas tienen el derecho de usar autónomamente dichos recursos 
para su uso doméstico, consumo personal o de subsistencia.

10	 En sí, el ACR-CE es una evidencia de la sostenibilidad del manejo territorial del pueblo kichwa, 
que viene habitando la zona desde tiempos inmemoriales.
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c.	 Las prácticas agrícolas tradicionales, el purmeo¸ están prohibidas en 
virtud de la exigencia de las autoridades regionales de «respetar los 
límites de las áreas agrícolas».

En el caso de la comunidad de Santa Clara de Uchunya, una parte impor-
tante de su territorio tradicional se encuentra dentro del Bosque de Produc-
ción Permanente de Ucayali. En el BPP, como señalamos, no es posible otor-
gar derechos a terceros, incluyendo a los pueblos indígenas, aunque se trate 
de tierras que les han pertenecido ancestralmente y vienen ocupando. Como 
solución, es necesario recurrir al procedimiento administrativo de exclusión 
de área forestal ante el SERFOR, a través de una solicitud formal. Mediante 
dicho procedimiento se redimensionaría el área del BPP, con el fin de sustraer 
una superficie determinada y delimitada11. La decisión será  adoptada por el 
Despacho Ministerial del MINAGRI, con la opinión favorable del SERFOR.

El solapamiento de las áreas naturales protegidas y bosques de produc-
ción permanente sobre los territorios kichwa y shipibo-conibo, en San Martín 
y Ucayali, evidencia la forma en la que el Estado peruano continúa descono-
ciendo la propiedad de los pueblos indígenas, a pesar de que su origen an-
cestral y por tanto muy anteriores a las categorizaciones estatales e incluso al 
propio Estado.

1.3.	 Evaluación agrológica y clasificación de tierras por su capacidad de 
uso mayor

En el caso de los pueblos indígenas amazónicos, es cardinal referirnos a 
la evaluación agrológica y la clasificación de tierras por su capacidad de uso 
mayor (CTCUM). Hasta mayo de 2017, este procedimiento administrativo 
fue regulado mediante la Resolución Ministerial N° 355-2015-MINAGRI, y 
a partir de entonces se rige por la Resolución Ministerial N° 194-2017-MI-
NAGRI, que aprueba los «Lineamientos para la ejecución del proceso de 
evaluación agrológica de las tierras de las comunidades nativas y la clasifi-
cación por su capacidad de uso mayor a nivel de grupo, con fines de titula-
ción». Cabe señalar que el referido procedimiento constituye un supuesto 

11	 La Resolución Ministerial N° 586-2004-AG permite redimensionar los BPP «como 
consecuencia de la actualización de la base cartográfica de las comunidades nativas y 
campesinas, áreas naturales protegidas, y otros derechos debidamente acreditados».
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diferenciado de la CTCUM,  de exclusivo diseño y aplicación para los pue-
blos indígenas amazónicos. La CTCUM, en términos y casos generales, se 
regula mediante el Reglamento de Clasificación de Tierras por su Capa-
cidad de Uso Mayor (Decreto Supremo N° 017-2009-AG) y otras normas 
complementarias.

La evaluación agrológica y CTCUM son requisitos para la titulación de 
los territorios indígenas ubicados en las regiones de Selva y Ceja de Selva que, 
paradójicamente, durante mucho tiempo han representado más bien un obs-
táculo en la práctica, debido a la  complejidad implícita en la obtención y 
tramitación de los numerosos estudios que los componen, así como en su 
carácter excesivamente oneroso. 

Por dicha razón, la Resolución Ministerial N° 355-2015-MINAGRI, 
emitida con miras al «saneamiento físico-legal y formalización del territorio 
de las comunidades nativas», fue declarada inconstitucional. Al respecto, 
la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima señaló que la 
CTCUM «más que un mecanismo de viabilidad, constituye una barrera de 
acceso al ejercicio pleno de ese derecho», por lo que su elaboración debía ser 
sometida a consulta previa12.

La nueva regulación de la CTCUM ha mostrado avances significativos 
con relación a la simplificación del procedimiento anterior. Por ejemplo, se ha 
eliminado la etapa de laboratorio, en la que las calicatas13 extraídas del campo 
debían ser trasladadas para su análisis a la Universidad Agraria La Molina, 
en Lima; mientras que actualmente los análisis de suelos (tanto la evaluación 
de perfil como el análisis químico) deberán realizarse in situ (Ruiz Molleda y 
Chirif, 2015; Derecho, Ambiente y Recursos Naturales, 2017). 

A esto, debemos añadir la eliminación de contratación de especialistas 
certificados por la Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios del 
MINAGRI para la realización de los estudios (Rivera, 2017), exigencia que 

12	 La demanda de acción popular fue interpuesta por el antropólogo Alberto Chirif, junto a los 
líderes indígenas Carlos Sandi, Aurelio Chino y Alfonso López, con el patrocinio del Instituto 
de Defensa Legal. La sentencia está contenida en el expediente N° 00150-2016.

13	 Muestras de suelo georreferenciadas, extraídas por excavación de las tierras solicitadas 
por las comunidades nativas para su titulación. Según la normativa vigente, deben tener 
aproximadamente las siguientes medidas: 1.8 metros de largo, 1 metro de ancho y 1.5 metros 
de profundidad.
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también resultaba excesivamente onerosa para las comunidades nativas y, por 
tanto, discriminatoria.

La evaluación agrológica y CTCUM se compone hoy de tres etapas: a) 
preliminar de gabinete; b) de campo; y c) final de gabinete. Estas se llevan a 
cabo en la esfera de los gobiernos regionales, quienes finalmente aprueban la 
demarcación y delimitación de los territorios indígenas a través de sus direc-
ciones agrarias. 

Hoy en día estos procedimientos vienen siendo financiados en forma 
significativa por la cooperación internacional y empréstitos obtenidos por el 
Estado peruano, a través de proyectos como el Proyecto de Inversión Pública 
«Catastro, Titulación y Registro de Tierras Rurales en el Perú, Tercera Etapa» 
(PTR3T) y el Programa de Inversión Forestal, Mecanismo Dedicado Especifi-
co (FPI-MDE), entre otros.

Los procedimientos –consideramos– deben ajustarse a los estándares in-
ternacionales para la protección de la propiedad indígena dado que, como 
señalamos, el deber de titulación se limita a reconocer una situación jurídica 
preexistente. En ese sentido, la titulación está llamada a formalizar y garanti-
zar la titularidad de los propietarios indígenas sobre sus territorios mediante 
la inscripción registral, en consonancia con el principio de seguridad jurídica 
que, a su vez, garantiza la oponibilidad de sus derechos frente a los particula-
res e incluso frente al propio Estado. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) señala que 
la posesión «tiene efectos equivalentes al título de pleno dominio que otorga 
el Estado»14 en el caso de los pueblos indígenas, es decir, equivale al título 
de propiedad. En ese sentido, la evaluación agrológica y CTCUM no pue-
de subordinarse a trámites y requerimientos que, en los hechos, obstaculizan 
el acceso a la propiedad y terminan denegándola. Resulta necesario adoptar 
nuevas medidas para simplificar aún más el acceso de los pueblos indígenas 
amazónicos a la propiedad, tomando en consideración su especial situación 
de vulnerabilidad.

14	 Corte IDH. Caso de la Comunidad Indígena Sawhoyamaxa contra Paraguay. Sentencia del 26 
de marzo de 2006. Fondo, reparaciones y costas, párr. 128. Caso Pueblo Indígena Xucuru y sus 
miembros contra Brasil. Sentencia de 5 de febrero de 2018. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas, párr. 117.
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En el caso de Santa Clara de Uchunya, el procedimiento de CTCUM –
regulado entonces mediante la hoy derogada Resolución Ministerial N° 
355-2015-MINAGRI– significó más bien una excusa para retardar la solicitud 
de ampliación territorial presentada por la comunidad y entregar sus tierras 
a particulares ajenos a ella. En consecuencia, resulta urgente que el Gobierno 
Regional de Ucayali, a través de su Dirección Regional Agraria, gestione y 
concluya todas las acciones administrativas pertinentes para dar trámite a la 
solicitud de ampliación territorial presentada por Santa Clara de Uchunya. 

Para esto, debería cumplir con los siguientes estándares mínimos: a) re-
conocer la totalidad de áreas que la comunidad ha ocupado y utilizado de 
manera tradicional; b) llevar a cabo el procedimiento de manera conjunta con 
la comunidad; c) fijar plazos razonables que permitan hacer efectivos los de-
rechos territoriales de la comunidad; y d) abstenerse en el ínterin de otorgar 
nuevos derechos sobre las tierras reclamadas por la comunidad, y suspender 
todos los derechos ya otorgados a terceros (Instituto de Defensa Legal, 2018). 

2.	 Falta de mecanismos de salvaguarda para territorios 
indígenas no titulados

2.1. Territorios indígenas no titulados

Según cifras de Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva Peruana, 
AIDESEP (2017), existen alrededor de 20 millones de hectáreas de territorio 
indígena no tituladas, divididas en por lo menos 1376 comunidades que re-
claman su reconocimiento, titulación y ampliación territorial. El Estado, por 
su parte,  las considera como tierras de libre disponibilidad, cuyos usos decide 
unilateralmente. En el Perú, actualmente no existen mecanismos para salva-
guardar dichos territorios.

Esta situación de injusticia histórica expone a la población indígena al 
peligro de las múltiples presiones sobre la tierra y sus recursos naturales, que 
hoy en día avanzan a grandes pasos: la expansión de la frontera agroindustrial, 
el acaparamiento y tráfico ilegal de tierras, la deforestación, los megaproyectos 
de infraestructuras, la migración y asentamiento de colonos, entre otros. 

En algunos casos, estas condiciones han promovido que las comunida-
des opten por la titulación individual y no colectiva –de tramitación más 
simple y ágil– para lograr al menos una protección legal mínima sobre sus 
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tierras frente a las amenazas a las que nos hemos referido. Esta titulación 
individual lógicamente conlleva, en el corto plazo, a la disolución de las co-
munidades nativas.

Esta situación, que vulnera el derecho a la propiedad colectiva de los pue-
blos indígenas, ha sido analizada por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, instancia que en referencia al deber estatal de no afectar ni enaje-
nar territorios indígenas pendientes de ser titulados, sostiene que: 

[…] el Estado […] se absten[drá] de realizar, hasta tanto no se realice esa 
delimitación, demarcación y titulación, actos que puedan llevar a que los 
agentes del propio Estado, o terceros que actúen con su aquiescencia o su 
tolerancia, afecten la existencia, el valor, el uso o el goce de los bienes ubi-
cados en la zona geográfica donde habitan y realizan sus actividades los 
miembros de la Comunidad15.

Resulta urgente entonces que el Estado –a través del Viceministerio de 
Interculturalidad como ente rector, y los gobiernos regionales, como entes eje-
cutores– adopte medidas para evitar que se otorguen derechos a particulares 
sobre estos territorios, por lo menos por el lapso que tarden en llevarse a cabo 
los procedimientos de titulación o de ampliación territorial. Para esto, es ne-
cesario contar con una base de datos cartográfica que identifique no solo terri-
torios indígenas ya titulados, sino también aquellos pendientes de titulación, 
sea cual fuera la etapa en que se encuentre el procedimiento (desde la solici-
tud inicial dirigida por la comunidad nativa hasta la prepublicación del plano 
perimétrico)16. Igualmente, es necesario incluir información sobre territorios 
posiblemente habitados por población indígena cuya titulación no haya sido 
aún sido solicitada, o para quienes esto es imposible. Nos referimos a los pue-
blos indígenas en situación de aislamiento voluntario y contacto inicial.

Esta base de datos cartográfica debe ser de consulta obligatoria para las 
autoridades, tanto del gobierno central como de los gobiernos regionales, 
antes de otorgar derechos a particulares sobre tierras que se consideren de 

15	 Corte IDH. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni contra Nicaragua. Sentencia 
de 31 de agosto de 2001. Fondo, reparaciones y costas, párr. 153.

16	 Ya desde hace mucho, la Defensoría del Pueblo (2014) identificó como un problema «la no 
existencia de un registro con información centralizada y actualizada sobre el proceso de 
reconocimiento y titulación de las comunidades campesinas y nativas».
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libre disponibilidad a lo largo del país. Entre los procedimientos que deben 
ser objeto de esta consulta están, por ejemplo, el otorgamiento de concesiones 
mineras (por el Instituto Geológico, Minero y Metalúrgico), y de concesiones 
forestales, de servidumbres y de constancias de posesión (por los gobiernos 
regionales y locales)17.

Independientemente de cualquier registro, las autoridades tienen la obli-
gación de acreditar, cada vez que otorgan derechos sobre tierras que conside-
ran de libre disponibilidad, que las mismas no pertenecen a pueblos indíge-
nas. Para ello, deberán requerir información de las comunidades aledañas, así 
como de organizaciones indígenas y de la sociedad civil. Si existieran indicios 
que sugieran que son tierras indígenas deberán priorizar el trámite de titula-
ción antes de autorizar cualquier proyecto.

Este es el problema que enfrenta Santa Clara de Uchunya. La comuni-
dad, reconocida oficialmente en 1975 y titulada en 1986, exige un título de 
propiedad que reconozca la totalidad de su territorio ancestral. En 1986, el 
Estado apenas tituló una porción, 218.54 hectáreas, sin tomar en cuenta la 
posesión tradicional de la comunidad. Solo fueron incluidas las tierras donde 
existían viviendas y sus cultivos adyacentes mientras las áreas de caza, pesca y 
recolección, al igual que los sitios de importancia cultural y espiritual, fueron 
excluidas.

A partir del año 1994, la ampliación del territorio de la comunidad con el 
fin de satisfacer sus necesidades colectivas fue una exigencia recurrente. Sin 
embargo, en vez de tramitar estas solicitudes, las autoridades del MINAGRI 
y el GR Ucayali rehusaron darles respuesta; y aún peor, entre los años 2009 y 
2012 el GR Ucayali –a través de su Dirección Regional de Agricultura– otorgó 
222 constancias de posesión a colonos, en un espacio de alrededor de 7 mil 
hectáreas de bosques primarios. Dichas constancias, previo requerimiento a 
la DRA Ucayali, fueron convertidas en títulos de propiedad y vendidas simul-
táneamente a la empresa Plantaciones de Pucallpa.

Santa Clara de Uchunya jamás tuvo conocimiento de estos hechos y por 
tanto no tuvo posibilidad alguna de oponerse al otorgamiento de derechos 

17	 Un mecanismo similar, de registro e inmatriculación de territorios indígenas bajo reclamo, 
ya se practica en Colombia con territorios indígenas. Ver: Decreto 2333 de 2014 (Título III: 
Medidas de protección de la posesión de territorios ancestrales y/o tradicionales).



36

sobre su territorio. Además, varias de las constancias de posesión y títulos de 
propiedad fueron emitidos con otras irregularidades18. 

La empresa, sin contar con licencia ambiental, automáticamente dio ini-
cio a sus actividades y arrasó miles de hectáreas de bosques para el cultivo de 
palma aceitera, mientras que, simultáneamente, construyó carreteras dentro 
de la plantación. Este mecanismo para el acaparamiento de tierras es ilegal por 
cercenar la propiedad indígena y destruir el medio ambiente. 

Por otra parte, la empresa ha generado en la zona un extenso mercado 
de especulación de tierras19, propiciando su tráfico ilegal20 y además el incre-
mento de actos de gran violencia. En septiembre de 2017, seis agricultores del 
caserío de Bajo Rayal (a cinco kilómetros de Santa Clara de Uchunya) fueron 
torturados y asesinados, en un crimen con características de crimen organiza-
do (Sierra Praeli, 2017). 

En este contexto, la adquisición de tierras y explotación de palma aceitera 
al interior de la comunidad vienen siendo objeto de investigación fiscal. La 
Primera Fiscalía Ambiental de Ucayali, que recibió la denuncia interpuesta 
por las autoridades comunales en marzo de 2015, determinó la existencia de 
una organización criminal en este caso. 

La presente investigación, seguida contra los representantes de la empresa 
Plantaciones de Pucallpa S.A.C. y otros, […] se trataría de una organiza-
ción criminal […] por deforestar agresivamente bosques primarios entre 
los años 2013 a la fecha, dentro y en áreas colindantes a la referida em-
presa […] siendo el presunto autor (autor mediato) el empresario Dennis 
Melka, quien vendría a ser a fin de cuentas el propietario y financista [de la 
empresa], representada en el Perú por […] César Alfredo Rivera Loarte y 
Walter Alejandro Gustch, logrando al parecer asociaciones con altas auto-
ridades de la región Ucayali –Isaac Huamán Pérez, director de la Dirección 

18	 Por ejemplo, fueron otorgadas a menores de edad o sustentadas en informes de campo suscritos 
por un mismo funcionario en el mismo tiempo y en múltiples predios, pese a encontrarse en 
lugares diferentes.

19	 Además de Plantaciones de Pucallpa S.A.C., en la zona también se encuentra la empresa 
Plantaciones de Ucayali S.A.C. (ahora Ocho Sur U.), propiedad del Grupo Melka.

20	 El tráfico de tierras, señala Dammert (2018 y 2019), consiste en «el uso perverso y sistemático 
de mecanismos de titulación de tierras del Estado para incorporarlas a los circuitos del mercado 
y lucrar con ellas», por parte de actores públicos y privados. 
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Regional Sectorial de Agricultura de Ucayali–, concertando modalidades 
ilícitas para la gestión de la compra y venta de solicitudes de adjudicación 
de tierras, a fin de establecer ilegalmente sembríos a gran escala de palma 
aceitera […] sin contar con el instrumento ambiental, luego de haber de-
forestado grandes hectáreas de bosque primario […] acciones facilitadas 
por funcionarios públicos de turno del área respectiva [de la Dirección de 
Saneamiento Físico Legal de la Propiedad Agraria y la Agencia Agraria]. 
[Que] adjudican los bosques como tierras rústicas, reclasifican la tierra de 
aptitud forestal para usos agroindustriales, [la] modalidad ilegal que utiliza 
la empresa es reclutar personas […] quienes no son agricultores ni posesio-
narios de tierras, y por intermedio de la [DRA Ucayali], obtienen la respec-
tiva constancia de posesión de hectáreas de bosque primario, colindantes 
a la empresa y con una velocidad excepcional y titulando a favor de estos 
para posteriormente «vender» su título o «hacer convenios» con la empre-
sa, para que la misma con su personal y una gran cantidad de maquinaria 
pesada realice el desbosque agresivo del sector21.

La organización criminal, en consecuencia, involucra además de los di-
rectivos de la empresa, a funcionarios del GR Ucayali y sujetos dedicados al 
tráfico de tierras. Su finalidad, señala la Fiscalía, es cometer delitos ambien-
tales, contra la administración pública, contra la fe pública y de lavado de 
activos. Por su complejidad, el caso ha sido derivado a la Primera Fiscalía 
Supraprovincial contra la Criminalidad Organizada, en Lima, donde continúa 
investigándose.

Estos delitos han sido propiciados por la actuación de funcionarios ines-
crupulosos y un  defectuoso marco legal para la protección de la propiedad 
indígena. La titulación integral de Santa Clara de Uchunya habría evitado la 
mayor parte de los problemas pero, pese a las solicitudes formuladas por la 
comunidad exigiendo la ampliación territorial, las tierras fueron y continúan 
siendo otorgadas a terceros. Este caso, emblemático por los hechos descritos, 
representa un ejemplo de los riesgos derivados de la libre disposición de tie-
rras reclamadas como propiedad indígena. 

21	 Disposición N° 8, de formalización y continuación de la investigación preparatoria, contenida 
en el expediente N° 122-2015.
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Un registro que incorpore las tierras solicitadas por comunidades nati-
vas en titulación o ampliación territorial, con las características que hemos 
descrito, podría ser parte de una solución compatible con las obligaciones 
internacionales del Estado peruano que, además, podría a la larga evitar 
conflictos sociales y fomentar la convivencia pacífica entre los pueblos indí-
genas amazónicos.  

2.2. Restitución territorial indígena

En el Perú no existen mecanismos para la restitución territorial indígena, es 
decir, mecanismos administrativos que permitan a los pueblos indígenas reivin-
dicar sus derechos sobre tierras que formaron parte de sus territorios tradicio-
nales y les fueron arrebatabas arbitrariamente, sea por particulares o el Estado. 

Esto es así aunque la restitución del territorio es una manifestación –po-
sición de derecho iusfundamental– del derecho a la propiedad colectiva de los 
pueblos indígenas, por lo que forma parte de su contenido esencial. Señala 
Ruiz Molleda (2016) que se trata de «una manifestación innominada de un 
derecho fundamental expresamente reconocido en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos».

En efecto, la Corte Interamericana –en interpretación de la CADH– ha 
desarrollado los alcances de la restitución territorial indígena en su senten-
cia sobre el caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa contra Paraguay, donde 
determinó que los pueblos indígenas, pese a haber sido despojados de tierras 
que les pertenecen, tienen derecho a su propiedad:

[…] los miembros de los pueblos indígenas que por causas ajenas a su vo-
luntad han salido o perdido la posesión de sus tierras tradicionales man-
tienen el derecho de propiedad sobre las mismas, aún a falta de título legal, 
salvo cuando las tierras hayan sido legítimamente trasladas a terceros de 
buena fe22.

Incluso, en los supuestos en que las tierras hayan sido transferidas de bue-
na fe a terceros, los pueblos indígenas podrán reivindicar de manera preferen-
te la propiedad:

22	 Corte IDH. Caso de la Comunidad Indígena Sawhoyamaxa contra Paraguay. Sentencia del 26 
de marzo de 2006. Fondo, reparaciones y costas, párr. 129.
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[…] los miembros de los pueblos indígenas que involuntariamente han 
perdido la posesión de sus tierras, y éstas han sido trasladas legítimamente 
a terceros inocentes, tienen el derecho de recuperarlas o a obtener otras 
tierras de igual extensión y calidad. Consecuentemente, la posesión no es 
un requisito que condicione la existencia del derecho a la recuperación de 
las tierras indígenas23.

La Corte Interamericana, para tales efectos, no exige la conservación de la 
posesión, sino la conservación de algún nivel de vínculo entre los indígenas y 
las tierras que les fueron arrebatadas, e indica que dicho contacto:

[…] puede expresarse de distintas maneras, según el pueblo indígena del 
que se trate y las circunstancias concretas en que se encuentre, y puede in-
cluir el uso o presencia tradicional, ya sea a través de lazos espirituales o ce-
remoniales; asentamientos o cultivos esporádicos; caza, pesca o recolección 
estacional o nómada; uso de recursos naturales ligados a sus costumbres; y 
cualquier otro elemento característico de su cultura24.

A este respecto el Estado peruano, con el propósito de cumplir sus obli-
gaciones internacionales en cuanto a la protección de la propiedad indígena, 
debe establecer –en su derecho interno– mecanismos administrativos que 
permitan reivindicar o recuperar la propiedad indígena sobre territorios que 
les han sido arrebatados, contra su voluntad, por acción de particulares o por 
el propio Estado. Tales mecanismos deben, además, ser culturalmente ade-
cuados y tomar en cuenta los usos económicos, culturales y espirituales de la 
tierra y sus recursos naturales.

Nuevamente, en el caso de Santa Clara de Uchunya, la regulación de la 
restitución territorial indígena podría representar una solución administra-
tiva para que la comunidad, previa solicitud a la autoridad regional, pueda 
recuperar las tierras que le fueron arrebatadas arbitrariamente, en el marco 
de un procedimiento en el que pueda acreditar su posesión tradicional y 
donde participe activamente el Estado a través del Gobierno Central y los 
subnacionales.

23	 Ibídem.
24	 Ibíd, parr. 131.



40

3.	 Simplicidad en la tramitación de la autorización de 
actividades económicas en territorios indígenas

Al contrario de lo que ocurre con los pueblos indígenas, para las empre-
sas es relativamente sencillo obtener autorizaciones del Estado para realizar 
emprendimientos económicos. En Perú, el procedimiento legal para adquirir 
tierras consideradas de dominio público está compuesto de 28 pasos, inclu-
yendo la aprobación de la CTCUM y la obtención de la licencia ambiental, que 
podrían tomar alrededor de cuatro años para su culminación (World Resour-
ces Institute, 2017).

En relación con relación la CTCUM, las actividades realizadas en predios 
privados requieren autorización de cambio de uso de tierras con cobertura 
boscosa (por el SERFOR o la ARFFS), mientras que para actividades en tierras 
consideradas de dominio público se exige además la autorización de desbos-
que, emitida por la ARFFS. Esta autorización de desbosque debería señalar 
las medidas de mitigación ambiental que la empresa está obligada a adoptar, 
pero los lineamientos para determinarlas aún no han sido elaborados por el 
SERFOR (Defensoría del Pueblo, 2017). 

Es igualmente necesario contar con medidas de mitigación de daños so-
ciales, especialmente en pueblos indígenas, cuando las actividades agrícolas 
por aprobarse tengan impacto en sus territorios o estilos de vida.

Una cuestión central resulta entonces la prohibición de reclasificar tie-
rras de aptitud forestal o de protección para fines agropecuarios (Kené, 2018). 
Actualmente, dicha propuesta es recogida por el proyecto de adecuación del 
Reglamento de CTCUM25. Es un tema de importancia dado que no son pocos 
los casos en los que –como en Santa Clara de Uchunya26– las empresas inician 
sus actividades agroindustriales sin contar con el cambio de uso y proceden 
a desforestar grandes extensiones de bosque, solicitando posteriormente la 
autorización, con lo que se obtendría la reclasificación del  uso de la tierra de 
forma ilegal.

25	 La propuesta fue aprobada por la Resolución Ministerial N° 0427-2018-MINAGRI.
26	 En septiembre de 2015, la Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios del MINAGRI 

constató, mediante la Resolución de Dirección General N° 270-2015-MINAGRI-DVDIAR-
DGAAA, que la empresa Plantaciones de Pucallpa desarrolló sus actividades en suelos que no 
resultan aptos para la actividad agrícola, tampoco con certificación ambiental.
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Otro aspecto a señalarse es la escasa capacidad fiscalizadora de las autori-
dades peruanas, en cuanto al control de los requisitos exigidos a las empresas. 
Algunas emplean medios creativos, aunque ilegales, para evadir la ley; por 
ejemplo, a través de la compra de menores extensiones de tierra a particula-
res, en vez de adquirir otras directamente desde el Estado (World Resources 
Institute, 2017).

Como hemos referido, esta fue la manera en que la empresa Plantaciones 
de Pucallpa obtuvo la propiedad de alrededor de 7 mil hectáreas de bosques: 
a través de la compra de 222 predios individuales, ubicados al interior del te-
rritorio tradicional de Santa Clara de Uchunya y otorgados fraudulentamente 
por la DRA Ucayali a particulares organizados en una asociación de agricul-
tores27. Se trata, en suma, de una modalidad de acaparamiento ilegal de tierras 
que burla los requisitos que establece la legislación nacional para el desarrollo 
de las actividades agroindustriales.

En la zona las autoridades regionales vienen igualmente adjudicando de-
rechos a particulares dentro del BPP. Al respecto, la Defensoría del Pueblo 
(2017) ha advertido que no existen criterios de evaluación técnica y científica 
para el redimensionamiento de los BPP en el país, especialmente en los su-
puestos y áreas donde es posible hacerlo, después de verificar que áreas exclui-
das del BPP de San Martín fueron luego adjudicadas a dos empresas para el 
cultivo de palma aceitera.

Otra forma en la que particulares pueden obtener derechos para empren-
der actividades económicas en territorios pertenecientes a pueblos indígenas, 
sin obtener su consentimiento libre, previo e informado, es mediante la obten-
ción de concesiones de conservación. Por ejemplo, en 2016, 18 asociaciones 
ecológicas consiguieron autorización para realizar actividades de conservación 
y turismo al interior del ACR-CE, aun cuando, de hecho, un mapa del Proyec-
to Especial Huallaga Central y Bajo Mayo evidencia que en ese momento 17 
asociaciones cubrían 20,091.38 hectáreas de tierras dentro del ANP28.

27	 Señala Dammert (2017) que esta clase de titulación no busca formalizar la ocupación 
espontánea del bosque, como suele ocurrir en la Amazonía, sino asegurar la titulación de 
grupos específicos creados para tal fin.

28	 PEHCBM (2016). Mapa de ubicación de las asociaciones ecológicas del ACR Cordillera Escalera.
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4.	 Insuficiente especialización de los funcionarios públicos 
responsables de la titulación

La falta de capacidad en los organismos responsables de la titulación de 
territorios indígenas, en particular de los gobiernos regionales, es otro serio 
problema. Así también lo indica la Defensoría del Pueblo (2014), que en sus 
labores de supervisión detectó «insuficiencias en la especialización y capacita-
ción del personal a cargo del procedimiento de titulación de las comunidades 
campesinas y nativas».

Entre los aspectos relacionados con este tema, la Defensoría hace cinco 
años identificó los siguientes:

a.	 No se completó la transferencia de profesionales del gobierno central 
hacia los gobiernos regionales, resultado de lo cual solo cinco regiones 
contaban con siete profesionales (Cajamarca, Ayacucho, Huancaveli-
ca, Huánuco y San Martín). Igualmente fueron escasas las contrata-
ciones por los gobiernos regionales, siendo Huánuco y Amazonas las 
primeras con siete profesionales.

b.	 Las oficinas responsables del reconocimiento y titulación de pueblos 
indígenas carecen de profesionales capaces de comunicarse en lenguas 
originarias.

c.	 Los profesionales no están adecuadamente capacitados, y ninguno de 
los gobiernos regionales cuenta con planes de capacitación para su 
personal (Defensoría del Pueblo, 2014). 

En su más reciente informe, la Defensoría del Pueblo (2018) dio cuenta de 
ciertos avances con respecto a la situación descrita en 2014. En primer lugar, 
los gobiernos regionales han venido suscribiendo convenios con otras insti-
tuciones del Estado y de la sociedad civil para la capacitación de su personal, 
especialmente con la SUNARP. En segundo lugar, se ha presentado un incre-
mento de gobiernos regionales con personal capaz de emplear lenguas origi-
narias, incluyendo el shipibo-conibo, para la atención de pueblos indígenas. 

Sin embargo el panorama es aún preocupante según señala la propia De-
fensoría, entidad que a la fecha identifica cuatro factores que generan el lento 
avance de los procedimientos de reconocimiento y titulación de territorios 
indígenas:
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a.	 La cantidad insuficiente de personal.

b.	 La falta de especialistas requeridos, en especial de personal en ciencias 
sociales, traductores e intérpretes, y técnicos de campo.

c.	 La alta rotación del personal.

d.	 La incapacidad de prestar servicios en lenguas originarias.

A esto, es necesario añadir la poca predisposición de algunos funciona-
rios públicos para con el cumplimiento de sus deberes en materia de pueblos 
indígenas e incluso ambiental. En ocasiones exhiben conductas que pueden 
considerarse sesgadas, discriminatorias y opuestas a sus funciones de admi-
nistración y gobierno. 

Como ejemplos, podemos referirnos al exdirector de la DRA Ucayali Isaac 
Huamán, responsable de la ampliación territorial de Santa Clara de Uchunya y 
quien considera bárbara y obsoleta la propiedad ancestral de los pueblos indí-
genas (Loayza, 2017)29, o el discurso difamatorio y de odio racista que surgió 
en reacción a la presentación de las acciones legales de Nuevo Lamas. Este 
clima violento se desencadenó  tras una fuerte campaña mediática contra los 
reclamos territoriales de la comunidad kichwa, y emanó en parte del propio 
GR San Martín (FECONAU et al., 2018).

29	 Huamán señaló para la Revista Ideele: «Las comunidades tienen derecho sobre las áreas 
tituladas: la propiedad ancestral pasó a la historia. ¡Porque somos un país! Sino estaríamos bajo 
la ley de la selva». Huamán también hizo varias declaraciones públicas sobre la urgencia de 
reconocer el derecho posesorio consuetudinario de los colonos, incluso la necesidad de cambiar 
la legislación forestal vigente y disolver los BPP. Evidenció así su preferencia por beneficiar 
a los no indígenas. Véase la entrevista para Ucayalina de Televisión: https://www.facebook.
com/325624984307249/videos/668639416672469; y la nota de prensa de Kené (2017): Alerta 
por Deforestación en Bajo Rayal, http://www.keneamazon.net/Documents/Press-Release/
Nota-de-Prensa-005-2017-KENE/Nota-de-Prensa-005-2017-KENE.pdf
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Carlos Hoyos y Jamer López, líderes shipibos, exponen ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos la situación de crisis que atraviesan los pueblos indígenas de Ucayali. 

Los líderes Carlos Hoyos y Jamer López junto al Capitolio de los Estados Unidos, en Washington, D.C.
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II. Pueblos sin derechos, 
defensores en riesgo

Los miembros de los pueblos indígenas que participan en la defensa de 
sus derechos humanos colectivos, qué duda cabe, son defensores y defensoras 
de derechos humanos. En especial, aquellos que tienen como encargo la de-
fensa de los derechos ambientales y territoriales, de carácter ancestral y con-
suetudinario. Aquellos quienes arriesgan a menudo sus derechos individuales, 
incluyendo la vida, para defender los derechos colectivos: los territorios, bos-
ques y aguas. A ellos y ellas nos referiremos como defensores de la tierra.

La Naciones Unidas, mediante la Declaración sobre los Defensores de los 
Derechos Humanos (1999), ha definido al defensor de derechos humanos como:

La persona que actúe en favor de un derecho (o varios derechos) huma-
no(s) de un individuo o un grupo será un defensor de los derechos hu-
manos. Estas personas se esfuerzan en promover y proteger los derechos 
civiles y políticos y en lograr la promoción, la protección y el disfrute de los 
derechos económicos, sociales y culturales.

Esta definición es compatible con lo señalado por la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos (2017) en relación con las personas defensoras:

[…] pueden ser de cualquier género, edad, o proveniencia. Pueden estar 
luchando para obtener justicia por una causa personal o por un objetivo 
profesional sin importar que lo sea de manera temporal o permanente […] 
cualquier persona, de manera individual o en asociación con otros, que de 
cualquier modo promueve o busca la realización de los derechos humanos 
y libertades fundamentales a nivel local, nacional y/o internacional, es con-
siderada defensora o defensor de derechos humanos.
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Así, las personas defensoras serán las personas –sea cual fuera su origen, 
género, edad, formación u ocupación– que defiendan derechos individuales 
y colectivos, siempre y cuando no sean funcionarios públicos. Al tener la mi-
sión de proteger los derechos humanos de una persona o grupo de personas, 
deben gozar de una protección estatal especial. 

De acuerdo con la Declaración sobre los Defensores de los Derechos Hu-
manos, entre sus derechos se encuentran la capacidad de denunciar políticas 
y acciones de funcionarios y organismos gubernamentales que atenten contra 
los derechos humanos, la presentación de críticas y propuestas a las autori-
dades para su mejor funcionamiento, y la obtención de protección eficaz del 
Estado frente a violaciones de derechos humanos.

Dichas nociones, derechos y deberes son, igualmente, compatibles con el 
Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y 
el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe 
(Acuerdo de Escazú). El tratado, recientemente firmado y ratificado por el Es-
tado peruano, se refiere a los defensores de los derechos humanos en asuntos 
ambientales. Este instrumento los siguientes deberes estatales con respecto a 
los defensores ambientales: a) garantizar un entorno seguro para su actuación 
sin amenazas, restricciones e inseguridad; b) tomar las medidas adecuadas y 
efectivas para la protección de sus derechos humanos a la vida, la integridad 
personal, la libre opinión y expresión, la libre reunión y asociación, y la libre 
circulación; c) tomar las medidas adecuadas y efectivas para prevenir, investi-
gar y sancionar los ataques, amenazas o intimidaciones en su contra.

Sin embargo, en los hechos Perú continúa siendo un país hostil para con 
los defensores ambientales o defensores de la tierra. Según la organización no 
gubernamental Global Witness (2014 y 2017), 79 de dichos defensores fueron 
asesinados entre los años 2002 y 2017, un lapso de 15 años. La mayoría de las 
víctimas, no sorprende, eran indígenas. 

Lamentablemente, esta situación es similar en el resto de América Latina, 
donde en solo tres años (entre 2015 y 2017) fueron asesinados 369 defensores, 
especialmente en Brasil, Colombia, Honduras y Nicaragua. En 2018, de acuer-
do con un análisis de Front Line Defenders (2019), los defensores de la tierra 
son tres veces más propensos a sufrir agresiones físicas que el resto.

En el Perú son emblemáticos los casos del líder asháninca Edwin Chota, ase-
sinado por taladores ilegales en Ucayali;  del dirigente Hitler Rojas, asesinado por 
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su oposición a la central hidroeléctrica Chadín II en Cajamarca; y del también 
líder asháninca Mauro Pío, acosado por la tala ilegal y el narcotráfico en Junín.

Las principales causas de ataques en la región, según Global Witness (2017), 
están relacionadas con conflictos vinculados con la agroindustria, las industrias 
extractivas, la caza ilegal, la explotación forestal y las centrales hidroeléctricas. 

El reconocimiento efectivo de los derechos territoriales de los pueblos in-
dígenas, de naturaleza colectiva, representa una medida preventiva frente a 
los conflictos sociales y la inseguridad en sus distintas dimensiones, dado que 
posibilita el buen vivir y las relaciones recíprocas de cuidado con el territorio, 
protegiéndolo frente a la injerencia de terceros y el propio Estado. Por el con-
trario, su negación puede considerarse como una forma de violencia indirec-
ta, que luego expone a las comunidades indígenas a formas de violencia más 
directas y agudas.

1.	 La protección de territorios y líderes indígenas en Ucayali y 
San Martín

Las comunidades de los pueblos shipibo-conibo y kichwa vienen em-
pleando diversas estrategias para la defensa de sus territorios ancestrales fren-
te a varias amenazas a las que nos hemos referido: el acaparamiento y tráfico 
ilegal de tierras, la expansión agresiva de monocultivos, la tala ilegal, la nar-
coagricultura y los proyectos de conservación excluyentes, entre otras.

1.1. Estrategia legal

Nuestra comunidad es una isla de bosque rodeada por un mar de aceite de 
palma y traficantes de tierras armados. Hemos luchado durante más de cuatro 

años y aún el gobierno no ha tomado pasos efectivos para proteger nuestras 
vidas y bosques, pues los líderes, autoridades y comuneros de la comunidad 
seguimos sufriendo constantes amenazas y hostigamientos. A pesar de esto, 

nuestra comunidad no ha perdido la esperanza y confiamos ahora en que el 
tribunal más alto de nuestro país defenderá nuestros derechos y ordenará al 

gobierno que nos devuelva nuestras tierras y recupere nuestros bosques.

Carlos Hoyos Soria, jefe de Santa Clara de Uchunya
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La defensa del territorio, por lo general, considera una estrategia legal pre-
ferentemente de litigio estratégico. En el caso de Santa Clara de Uchunya, como 
primera acción, la comunidad apostó por buscar mediante la vía judicial el reco-
nocimiento de su propiedad y la subsanación de los daños ambientales causados 
por la empresa de palma aceitera. En otras palabras, reivindicar sus derechos 
territoriales y ambientales ante el sistema de justicia (Másquez Salvador, 2018). 

Para ello interpusieron en mayo de 2016 una demanda de amparo, en la 
vía constitucional, contra la DRA Ucayali, la Oficina Registral de Pucallpa de 
la SUNARP y la empresa Plantaciones de Pucallpa. La comunidad señaló que 
se habían violentado sus derechos, de rango constitucional, a «la propiedad 
comunal, el territorio, el medio ambiente adecuado y equilibrado para el de-
sarrollo de la vida, el acceso a los recursos naturales que garantizan su subsis-
tencia y la identidad cultural» (Ruiz Molleda y Másquez Salvador, 2017). 

La demanda fue recibida por el Juzgado Mixto de Campo Verde, que la re-
chazó por calificándola como improcedente, decisión que fue confirmada en 
segunda instancia por la Sala Civil de Pucallpa. Recientemente, en agosto de 
2018, el Tribunal Constitucional revocó ambas sentencias y admitió a trámite 
la demanda, es decir, determinó que no existían razones para rechazar el caso 
de la comunidad de plano y que, por tanto, era necesario admitirla y discutir 
el fondo del problema.

Esta resolución del Tribunal Constitucional representa una novedad en 
cuanto al acceso a la justicia de los pueblos indígenas por asuntos territoriales. 
Al respecto, Ruiz Molleda y Másquez Salvador (2018b) identifican en su texto 
cuatro aportes a la jurisprudencia nacional: 

a.	 La titulación del territorio indígena forma parte de su derecho a la 
propiedad; es decir, de su contenido constitucionalmente protegido.

b.	 Las restricciones en el acceso a los recursos naturales, en el caso de 
los pueblos indígenas, afectan su subsistencia y son casos de especial 
urgencia.

c.	 El proceso de amparo, más flexible y célere que los procesos ordina-
rios, es el idóneo para tutelar los derechos territoriales y ambientales 
de los pueblos indígenas.

d.	 El TC, cuando una demanda cuente con un doble rechazo preliminar, 
podrá en forma excepcional resolver el fondo del asunto controvertido. 
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Así, será el TC quien resuelva finalmente el caso, en vez de devolver el 
expediente al juez de primera instancia en Campo Verde. En ese sentido, 
ha requerido a los demandados contestar la demanda para realizar luego 
una audiencia pública. Confiamos en que la demanda sea resuelta pron-
to con una sentencia favorable para Santa Clara de Uchunya, que sirva 
igualmente de precedente para otros casos similares a lo largo del país y 
también de la región.

A esta demanda se sumó la denuncia penal, a la cual ya nos hemos referi-
do, que interpuso la comunidad en marzo de 2015 contra Plantaciones de Pu-
callpa y funcionarios del GR Ucayali. Esta fue recibida por la Primera Fiscalía 
Ambiental de Ucayali, y durante sus investigaciones, la fiscalía determinó la 
existencia de una organización criminal –conformada por directivos de la em-
presa, funcionarios del GR Ucayali y traficantes de tierras–, por lo que el caso 
fue derivado a la Primera Fiscalía Supraprovincial contra la Criminalidad Or-
ganizada, en Lima. Las investigaciones, afirmó la Procuraduría Supranacional 
del Ministerio de Justicia, podrían tardar hasta seis años en total.

En la vía administrativa, FECONAU solicitó que se le consulte la pro-
puesta del Plan Nacional de Desarrollo de la Palma Aceitera en el Perú 2016 
– 202530. De aprobarse la propuesta que impulsa el MINAGRI afectaría grave-
mente a ciertos pueblos indígenas amazónicos, pues el grueso de tierras don-
de se instalarían las futuras plantaciones de palma aceitera se superpondrían a 
sus territorios (Másquez Salvador y Ruiz Molleda, 2017). Igualmente, cuestio-
naron la no inclusión de previsiones sociales, además de las ambientales, para 
su bienestar y seguridad.

El MINAGRI, como entidad promotora31, rechazó la consulta, sin em-
bargo, el Viceministerio de Interculturalidad  la ordenó en segunda instan-
cia. La institución –ente rector en materia indígena– consideró que la apro-
bación del Plan Nacional podría afectar, en principio, a 13 pueblos indígenas 
amazónicos en las zonas de producción de palma aceitera (Loreto, Ucayali, 
San Martín y Huánuco).

30	  Prepublicada a través de la Resolución Viceministerial N° 281-2016-MINAGRI.
31	  Según la Ley de Consulta Previa (Ley N° 29785) y su reglamento, la solicitud en primer término 

deberá ser absuelta por la entidad promotora; es decir, la que impulsa la medida susceptible de 
afectar a pueblos indígenas.
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En el caso de Nuevo Lamas de Shapaja, la comunidad optó también por 
el litigio estratégico e inició acciones legales en la vía constitucional con el 
objeto de reivindicar sus derechos territoriales. En este caso, se elaboró una 
demanda que procura hacer compatibles la protección de los territorios in-
dígenas y el establecimiento de ANP bajo la premisa de que los pueblos in-
dígenas son quienes mejor conservan los bosques y su biodiversidad, como 
hemos señalado.

La demanda de amparo fue interpuesta en julio de 2017 contra el Go-
bierno Regional de San Martín, la Jefatura del ACR-CE y el SERNANP. La 
comunidad kichwa exige la rectificación de su título de propiedad –a fin de 
que se reconozca su propiedad sobre la totalidad de su territorio (y no solo 
el derecho de uso)– y la suspensión de la vigencia del ACR-CE, hasta que se 
le consulte su creación y se consensuen los términos de su administración.

La demanda fue declarada infundada por el Juzgado Civil de Tarapoto, 
decisión que,  lamentablemente, fue confirmada por la Sala Civil de San Mar-
tín, por lo que el caso deberá ser resuelto por el Tribunal Constitucional.

En conclusión, el litigio estratégico pretende «atacar las raíces que sostie-
nen, toleran o encubren patrones de violaciones de derechos», territoriales y 
ambientales en los dos casos que nos ocupan, para lo que requiere una estrate-
gia mediática y otra de redes para mayor incidencia (Ruiz Molleda y Másquez 
Salvador, 2018a). La articulación de esfuerzos entre diversos actores, bajo el 
liderazgo de los pueblos indígenas, debe orientar el trabajo.

1.2. Acciones de incidencia nacional e internacional

De la mano con las acciones legales, Santa Clara de Uchunya y FECO-
NAU han sostenido numerosas reuniones con autoridades gubernamentales, 
regionales y nacionales, en búsqueda de soluciones prontas y eficaces a los 
problemas que enfrentan. Entre estas autoridades se encuentran el GR Ucaya-
li, el MINAM, el MINAGRI, el MINJUSDH, el MININTER, la Defensoría del 
Pueblo y el Congreso de la República.

Los resultados, sin embargo, han sido agridulces. Algunas de las res-
puestas más usuales que la comunidad recibe se refieren a la falta de com-
petencias específicas para intervenir o la judicialización del asunto, por lo 
que son pocas las medidas concretas que pueden obtenerse apelando al 
diálogo directo. 
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Sin embargo, existen experiencias positivas, como las gestiones, reali-
zadas junto a otras organizaciones de la sociedad civil ante la Defensoría 
del Pueblo, para llamar la atención sobre la presencia de monocultivos de 
palma aceitera en la Amazonía peruana. Estas resultaron en la publicación 
de un informe especializado Deforestación por cultivos agroindustriales de 
palma aceitera y cacao: Entre la ilegalidad y la ineficacia del Estado (2017), 
que contiene 90 recomendaciones a nueve instituciones estales, incluyendo 
al MINAGRI, el MINAM, el SERFOR, el GR Ucayali y el Ministerio Público. 
Hacia octubre de 2018, la mitad de dichas recomendaciones no presentaba 
avance alguno y solo dos (por parte del SERFOR) habían sido cumplidas; 22 
recomendaciones se encontraban en fase inicial, 18 en la intermedia y tres 
en la avanzada (Kené, 2017).

También han realizado esfuerzos por captar el interés de medios de comu-
nicación nacionales e internacionales, con el propósito de difundir las proble-
máticas y sensibilizar a la opinión pública. Santa Clara de Uchunya, además, 
ha conseguido el apoyo técnico de instituciones especializadas en asuntos in-
dígenas y ambientales. Estas acciones se ajustan a la estrategia mediática y 
de redes para promover la incidencia y difusión de la situación, tanto a nivel 
nacional como internacional.

Por otra parte, algunas acciones de incidencia internacional forman igual-
mente parte de la estrategia legal. Para efectos de la presente publicación, ha-
remos referencia a los mecanismos de supervisión, no jurisdiccionales, con-
tenidos en instrumentos internacionales en derechos humanos (del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos y el Sistema Universal de Protección 
de los Derechos Humanos)32. 

Si bien se trata de acciones legales, carecen de efectos directamente vin-
culantes para el Estado peruano. Su importancia, en consecuencia, radica en 
el grado de persuasión de los pronunciamientos emitidos por los organismos 
internacionales, y en su grado de difusión entre la comunidad nacional e in-
ternacional.

32	 Es decir, quedan excluidos los mecanismos de denuncia, de carácter jurisdiccional o 
contencioso, como la petición ante la CIDH o la denuncia individual ante el Comité de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas.
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La comunidad ha recurrido a estas acciones en sus esfuerzos por reivin-
dicar sus derechos territoriales y ambientales. Para empezar, se han dirigido 
comunicaciones a las relatorías especiales de las Naciones Unidas sobre los 
pueblos indígenas y sobre la situación de los defensores de derechos humanos, 
así como al Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial.

Igualmente se han dirigido a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, la cual,  en cumplimiento de sus funciones de supervisión de la 
situación de los derechos humanos en el continente, analizó el caso de Santa 
Clara de Uchunya en una audiencia temática, realizada durante su 171 Pe-
riodo de Sesiones en los Estados Unidos, en diciembre de 2018. Durante su 
presentación, la delegación encabezada por Santa Clara de Uchunya anun-
ció que solicitarían medidas cautelares a fin de lograr soluciones urgentes 
que les permitan garantizar su supervivencia, tanto física como cultural.

Por otro lado, es necesario referirnos a la Mesa Redonda sobre Palma 
Aceitera Sostenible (RSPO, por sus siglas en inglés), instancia ante la cual, en 
diciembre de 2015, la comunidad y FECONAU presentaron una queja contra 
Plantaciones de Pucallpa. Si bien no se trata de un mecanismo jurisdiccional, 
su competencia emana de los principios voluntarios adoptados por un pu-
ñado de empresas interesadas en certificar buenas prácticas ambientales y de 
responsabilidad social, entre ellas la empresa responsable del despojo de Santa 
Clara de Uchunya y la destrucción de su territorio.

Como resultado de dicha queja, el RSPO emitió una orden preliminar de 
suspensión contra la empresa; sin embargo en mayo de 2017, poco antes de 
que fuese emitida la decisión final, la empresa responsable se retiró del or-
ganismo y renunció a su membresía. Aunque el RSPO se pronunció sobre la 
deforestación, nunca realizó una declaración pública sobre la violación de los 
derechos de la comunidad. 

Más allá de la condena pública, en abril de 2018 se descubrió que algu-
nas plantas extractoras –incluyendo Oleaginosas del Perú S.A. (OLPESA), 
Oleaginosas Amazónicas S.A. (OLAMSA) e Industrias Palm Óleo S.A.C.– 
conseguían y procesaban frutos de palma aceitera provenientes de las tierras 
despojadas de Santa Clara de Uchunya (Salazar, 2018a). De las empresas en 
cuestión, OLPESA es también miembro del RSPO; y es de destacar que una 
investigación posterior reveló vínculos comerciales entre estas empresas y la 
poderosa fabricante de alimentos Alicorp, parte del grupo Romero y miembro 
del RSPO (Salazar, 2018b).
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1.3. Autolinderamiento y monitoreo territorial

Otro mecanismo empleado por los pueblos indígenas en búsqueda del 
reconocimiento de sus territorios es el autolinderamiento. Este consiste en un 
proceso de delimitación propia del territorio; es decir, realizado por la comu-
nidad en forma autónoma y participativa. Aunque la delimitación y demar-
cación son obligaciones del Estado peruano, comunidades en Ucayali y San 
Martín han recurrido al autolinderamiento para agilizar el reconocimiento 
de sus territorios, frente a la demora en los procesos de titulación: en Ucayali, 
este mecanismo tuvo éxito en el caso de la comunidad de Korin Bari, donde 
lograron acelerar la titulación colectiva por la DRA Ucayali. Sin embargo, en 
contextos donde las comunidades carecen del control efectivo sobre el terri-
torio y enfrentan situaciones de inseguridad y hostigamiento, como en Santa 
Clara de Uchunya, esto no ha sido factible; y en San Martín fueron también 
exitosos los casos de las comunidades kichwas de Solo de Río Mayo, Anak 
Churukyaku y Alto Pucalpillo.

De esta forma, el autolinderamiento puede propiciar el fortalecimiento de 
la gobernanza territorial intercomunal, en particular en un contexto donde el 
Estado peruano rehúsa reconocer territorios indígenas de manera integral (a 
nivel de pueblos o naciones).

Por otro lado, el monitoreo territorial representa también un aspecto clave 
de la gobernanza territorial efectiva. Las crecientes amenazas hacia los territo-
rios y los derechos de los pueblos indígenas amazónicos hacen cada vez más 
urgente la necesidad de contar con herramientas adecuadas para documentar 
las violaciones de derechos y la destrucción de ecosistemas. 

En Ucayali, comunidades shipibo-conibas, que difícilmente cuentan con 
conexión a Internet o un alto nivel de alfabetización informática, vienen sin 
embargo experimentando un sistema de monitoreo territorial flexible, des-
centralizado y adaptado a sus necesidades particulares.

El sistema funciona en base a teléfonos inteligentes y aplicaciones de có-
digo abierto y gratuitas, que luego pueden conectarse a computadores para 
recopilar datos georeferenciados, Estos pueden ser subidos a páginas web con-
troladas por las mismas comunidades y organizaciones indígenas y los datos, 
a su vez, pueden ser convertidos en informes que las comunidades utilicen 
para evidenciar ante las autoridades actividades ilícitas dentro de sus territo-
rios. Por ejemplo, la comunidad shipiba de Panaíllo empleó este sistema de 
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monitoreo para documentar actividades de tala ilegal, posibilitando que la 
Fiscalía pudiese ubicar a los responsables con más facilidad durante su inter-
vención. No obstante, en comunidades donde hay presencia de narcotrafican-
tes o grupos armados, como en Flor de Ucayali y Chachibay, no resulta seguro 
monitorear el territorio de esta manera.

1.4. Jurisdicción indígena

Finalmente nos referiremos al empleo de la jurisdicción indígena. Los 
pueblos indígenas, es bien sabido, gozan del derecho fundamental a la pro-
tección de sus identidades culturales, así como de sus prácticas sociales. La 
administración de justicia es una de las garantías más importantes, y así lo 
establece la Constitución peruana en su artículo 149, que reconoce las faculta-
des jurisdiccionales de los pueblos indígenas. Este reconocimiento es compa-
tible con lo establecido por el Convenio 169 en su artículo 8 y la Declaración 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de las Naciones Unidas en sus 
artículos 34 y 35. En ese contexto, la justicia indígena –comunal, comunitaria, 
ronderil o especial– es una manifestación de la autonomía y el autogobierno de 
los pueblos indígenas.

No obstante, el desarrollo jurisprudencial de la justicia indígena en el Perú 
es más bien escaso y accidentado. En principio, su ejercicio fue criminalizado 
por los propios actores de la jurisdicción ordinaria, quienes consideraban a la 
jurisdicción indígena como una vulgar usurpación de sus funciones. Ruiz Mo-
lleda (2013) identifica momentos en donde destacan las señales de desarrollo 
de los derechos indígenas en la Corte Suprema de Justicia y el TC, así como en 
la Corte Superior de Justicia de San Martín.

Sin duda, uno de los precedentes más importantes lo constituye el Acuer-
do Plenario N° 1-2009/CJ-116, donde se reconoce la jurisdicción indígena y 
se establecen los elementos que la componen (humano, orgánico, normativo, 
geográfico y el factor de congruencia). Se definió además su legitimidad para 
resolver conflictos puramente internos y de naturaleza intercultural, donde el su-
jeto sancionado no pertenece al mismo grupo étnico. Igualmente, se estableció 
como límite a la jurisdicción indígena la no vulneración del contenido esencial 
de los derechos fundamentales, prohibiéndose actos como las privaciones de la 
libertad sin causa y motivo razonable, la violencia, amenaza y humillaciones, y 
las penas de violencia física extrema; señalando que, de lo contrario, el empleo 
de la jurisdicción indígena será descartado y considerado delito.
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El ejercicio de la jurisdicción indígena, por otro lado, es de especial re-
levancia en lugares donde no existe presencia de la jurisdicción ordinaria ni 
de otros actores del sistema de justicia (como fiscales o policías). Además, 
a diferencia del sistema de justicia estatal, la jurisdicción indígena resulta 
más eficiente, confiable y cercana a la población, con resultados que hacen 
posible la convivencia social. Esta se ha venido aplicando exitosamente en 
algunos territorios indígenas amazónicos, como por ejemplo en la comu-
nidad kichwa de Los Ángeles (San Martín), donde comuneros organizados 
expulsaron de su territorio a taladores ilegales y palmicultores que ingresa-
ron sin su autorización.

Sin embargo, la situación es diferente en escenarios de conflictividad 
social. Los pueblos indígenas, en principio, tienen la facultad para sancionar 
a los intrusos que ingresen sin autorización en sus territorios y depreden 
sus recursos naturales33, pero en ciertas circunstancias la administración de 
justicia puede conllevar grandes riesgos para las comunidades y sus auto-
ridades, que pueden ser objeto de represalias, hostigamiento e incluso de 
persecución judicial.

Como ejemplos tenemos los casos de las comunidades de Panaíllo y San-
ta Clara de Uchunya, que a pesar de haber identificado actos de colonos que 
afectan gravemente sus intereses, no tienen la capacidad suficiente para san-
cionarlos según el derecho consuetudinario. Por el contrario, los invasores de 
sus territorios los superan enormemente en número y capacidad de respuesta. 

2.	 Mecanismos institucionales para la protección y acceso a la 
justicia de los defensores de la tierra

2.1. Garantías personales

En el Perú no existen mecanismos específicos o eficaces para brindar pro-
tección a los defensores de tierra. El más cercano, previsto para cualquier per-
sona que sufre de violencia o amenaza, lo constituyen las garantías personales. 

33	 Así lo reconoció la Corte Suprema de Justicia en el caso Zebelio Kayap. El líder awajún fue 
absuelto de la acusación por el delito de secuestro contra trabajadores de la empresa minera 
Afrodita. El tribunal determinó que sus acciones correspondieron al ejercicio de la jurisdicción 
indígena, al haber sancionado el ingreso no autorizado de los trabajadores según las normas 
del derecho consuetudinario.
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Estas son tramitadas ante las prefecturas distritales o provinciales, dependencias 
a su vez de la Oficina Nacional de Gobierno Interior del MININTER34. Según 
establece su directiva, las garantías personales:

[…] son medidas preventivas de carácter administrativo que el Estado 
otorga a los ciudadanos de manera inmediata ante cualquier acto de ame-
naza, coacción, hostigamiento, violencia o violencia familiar u otros que 
atenten la integridad, la paz y la tranquilidad de las personas, consagrados 
en la Constitución Política del Perú (ONAGI, 2015).

Es decir, se trata de un mecanismo de protección de naturaleza preventiva 
y conciliadora, de carácter puramente administrativo y no jurisdiccional. El 
prefecto, en ese sentido, auspicia «una solución armoniosa», proponiendo a 
las partes en conflicto «una o más fórmulas de acuerdo mutuo, recogiendo las 
opiniones del solicitante y el denunciado» (ONAGI, 2015).

Es así que las garantías personales no representan un mecanismo especí-
fico o eficaz para la protección de los defensores, ni a nivel institucional ni a 
nivel operativo. Sus limitaciones son muchas:

a.	 Su diseño no ha sido pensado para responder a circunstancias de 
especial riesgo por conflictividad social, sino a casos domésticos de 
amenaza o agresión física en contextos urbanos. 

b.	 Están previstas para atender situaciones individuales y no colectivas, 
que son las que frecuentemente involucran a los defensores de la tie-
rra, especialmente en casos de pueblos indígenas amazónicos donde 
no es posible identificar a los agresores.

c.	 Son de acceso difícil para los defensores de la tierra, en su mayoría po-
bladores indígenas y rurales que carecen de medios económicos para 
desplazarse hacia las oficinas de la prefectura y contratar los servicios 
de un abogado que los asesore. 

d.	 Las reglas del procedimiento son rígidas y problemáticas, dificultando 
su avance y entorpeciendo su efectividad. Por ejemplo las prefecturas 
carecen de facultad para requerir compulsivamente la entrega de in-
formación a instituciones públicas o privadas que permitan esclarecer 

34	  De conformidad con el Decreto Legislativo N° 1140, que crea la Oficina Nacional de Gobierno 
Interior, y su Reglamento de Organización y Funciones (Decreto Supremo N° 003-2013-IN).
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los hechos; la notificación al denunciado requiere de una dirección 
que generalmente no pueden ofrecer; y las diligencias suelen ser pos-
puestas cuando los denunciados no asisten. 

e.	 Busca proponer fórmulas conciliatorias en vez de sanciones adminis-
trativas que posean un efecto disuasorio para los agresores; solo cuando 
no sea posible un acuerdo, el prefecto podrá ordenar el cese de los actos 
de agresión mediante una resolución cuyo incumplimiento podría ser 
considerado como delito de resistencia o desobediencia a la autoridad. 

f.	 Su margen de acción es limitado y no puede comprender a las perso-
nas que propician escenarios de conflicto, sino solo a quienes efectiva-
mente ejecutan los actos de agresión. 

g.	 Es incapaz de tomar medidas realmente preventivas antes de que ocu-
rran hechos concretos de amenaza o agresión, aun cuando el contexto 
haga sospechar del problema.

No obstante, consideramos que las garantías personales presentan al me-
nos un aporte no previsto para los defensores: son una herramienta formal de 
denuncia pública con la que se informa al Estado de una situación problemáti-
ca y que amerita su intervención. Ello permite que en el futuro las autoridades 
gubernamentales no puedan alegar el desconocimiento de los hechos para 
evadir su responsabilidad.

En este sentido, líderes y lideresas de Santa Clara de Uchunya y FECO-
NAU han solicitado garantías personales a la Prefectura Provincial de Coronel 
Portillo, en Pucallpa. Solo una solicitud fue concedida en el caso de Huber 
Flores en febrero de 2017, mientras que las demás solicitudes –relativas a los 
líderes Carlos Hoyos, Iván Flores, James Rodríguez, Luisa Mori, Robert Gui-
maraes, Jamer López, Policarpo Sánchez, Edinson Mahua, entre otros– no han 
sido aún resueltas porque los denunciados no se presentan, lo cual ha ocasio-
nado el retardo del procedimiento al suspenderse en repetidas ocasiones, con 
el costo y desgaste que el viaje supone para los miembros de la comunidad.

2.2. Pautas en las políticas públicas

En el 2017 la CIDH ha planteado una «política integral de protección» 
para los defensores de derechos humanos, haciendo un llamado especial a 
los estados americanos para la implementación de medidas de prevención, 
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protección e investigación, «dirigidas a solucionar problemas estructurales, 
que acentúan los riesgos enfrentados por las personas defensoras de derechos 
humanos». 

Además, la CIDH (2017: 189-190). ha emitido una serie de recomenda-
ciones pertinentes, entre las que destacamos:

a.	 Mantener información estadística actualizada y confiable en relación 
con los actos de violencia en los cuales la víctima o presunta víctima 
sea defensora de derechos humanos, con el fin de establecer patrones 
de violencia y elaborar políticas públicas más eficientes de prevención.

b.	 Aumentar e intensificar los recursos disponibles para prevenir peli-
gros a la vida y seguridad física de los defensores de derechos.

c.	 Asegurar que los programas especializados cuenten con el soporte de 
un compromiso político por parte del Estado, mediante un fuerte res-
paldo legal», funcionarios eficaces y recursos y personal suficientes.

d.	 Tomar en cuenta los estándares de la CIDH en el momento de llevar 
adelante el análisis de riesgo y la implementación de los esquemas de 
protección, en particular en relación a su idoneidad, efectividad, flexi-
bilidad, participación de los beneficiarios y transparencia.

e.	 Garantizar la seguridad de las personas que defienden los derechos 
humanos que son especialmente vulnerables» mediante «protocolos 
especializados para su protección, diseñados con un enfoque sensible 
a cuestiones de género y diversidad. 

Queda claro que si el Estado peruano cumpliese con su compromiso his-
tórico de reformar la normativa sobre tierras para reconocer plenamente los 
derechos territoriales indígenas35, daría un paso significativo hacia el tipo de 
política integral de protección esbozado por la CIDH36.

35	 Este fue uno de los compromisos principales asumidos por el Estado peruano en 2011, como 
condición para la aprobación de su plan nacional de preparación parte del Fondo Cooperativo 
para el Carbono de los Bosques (Forest Carbon Partnership Facility o FCPF). Véase AIDESEP 
y FPP (2018).

36	 Véase también CEJIL y Protection International (2017) para un análisis más detallado 
de los lineamientos de una política pública de protección para defensores de derechos 
humanos en los contextos latinoamericanos, así como las recomendaciones de Amnistía 
Internacional (2018).
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Este reclamo por una protección integral los defensores, que ataque las 
raíces de las dinámicas del despojo, también tuvo eco en la reciente Cumbre 
Mundial de Defensores y Defensoras de Derechos Humanos celebrada en Pa-
rís, donde participaron líderes y lideresas de los pueblos indígenas de la Ama-
zonía, incluyendo peruanos. En el Plan de Acción aprobado, los participantes 
instaron a los estados a: 

[…] adoptar las medidas necesarias para abordar las causas fundamentales 
de las amenazas y las agresiones perpetradas contra defensores y defenso-
ras, entre ellas la falta de protección de los derechos humanos y los dere-
chos medioambientales; la falta de respeto por los derechos colectivos a 
la tierra, los territorios y los recursos; la marginación y la discriminación; 
la falta de acceso a la justicia; la corrupción; la falta de transparencia y de 
rendición de cuentas democrática, y la impunidad37.

En ese sentido, en enero de 2018 el MINJUS aprobó el Plan Nacional de 
Derechos Humanos, que incluye a los defensores de derechos humanos y pue-
blos indígenas como grupos de especial protección. Se trata del eje articulador 
de una política pública que debería establecer, en el corto y mediano plazo, 
mecanismos específicos para su protección.

El Plan Nacional tiene como objetivo estratégico «garantizar el ejercicio 
seguro y en igualdad de condiciones de las labores de las defensoras y los de-
fensores de derechos humanos». Con esos fines, para 2019 se plantea como 
meta la creación de un registro de situaciones de riesgo para los defensores, 
y para 2021 la creación de un mecanismo a ser puesto en práctica para su 
protección.

Si bien se trata de una medida positiva, consideramos que resulta insufi-
ciente frente a situaciones de gran urgencia, en especial al existir actualmente 
información que documenta detalladamente situaciones de agresión contra 
defensores de derechos humanos. La elaboración un protocolo el 2021 supone 
postergar acciones y reformas que bien podrían adoptarse en el corto plazo, 
más aún cuando el Estado, a través de sus instituciones, es el agresor o quien 
tiene posibilidad de ofrecer remedios rápidos.

37	 Ver: https://hrdworldsummit.org/wp-content/uploads/2018/12/ES_Action-Plan-3.pdf
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En el caso de Santa Clara de Uchunya, por ejemplo, urge adoptar de in-
mediato medidas  para brindar protección a los defensores de la tierra. En 
igualmente necesario también adoptar una política más amplia y preventiva 
–no eminentemente reactiva, como las acciones en el marco de procesos ju-
diciales–, que permita brindar protección frente a las situaciones de violencia 
ya advertidas. 

3. Mecanismos para la protección de los defensores de la tierra 
en otros países de la región

3.1. Programas y leyes nacionales de protección

Los primeros en implementar programas de protección y aprobar leyes a 
favor de las y los defensores de derechos humanos han sido países del conti-
nente americano. Estos avances se deben tanto a la fuerza de los movimientos 
sociales y la presión ejercida por las organizaciones de derechos humanos, 
como a la escalada desenfrenada de agresión y violencia contra las personas y 
comunidades defensoras. 

Colombia, en 1997, fue el primer país en establecer formalmente un pro-
grama de protección para los defensores en situación de riesgo, hoy en día 
implementado por la Unidad Nacional de Protección (UNP) del Ministerio 
del Interior38. Al aceptarse una solicitud, la UNP brinda protección mediante 
la provisión de escoltas, vehículos y chalecos antibalas a las personas en riesgo. 

Si bien la UNP brinda una protección especial y cuenta con una cobertura 
expansiva y un alto nivel de recursos, ha sido severamente cuestionada por 
diversas razones, incluyendo la corrupción y mala administración:

[…] defensores que estaban bajo protección de la Unidad (todos contaban 
con escoltas) fueron asesinados en 2017. Las víctimas con escoltas fueron 
asesinadas cuando los escoltas no estaban presentes, lo que indica que el 
uso de escoltas sí evita los atentados. También parece que los recortes pre-
supuestales que ha sufrido la Unidad han tenido un impacto negativo en los 
esquemas de protección (OACNUDH, 2018: 4).

38	 Aunque, según un análisis de CEJIL y Protection International (2017: 24), en 2015 los defensores 
de derechos humanos formaban apenas alrededor del 15% de la población atendida.
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Además, la protección individual que provee la UNP es criticada por no 
adaptarse a las realidades comunitarias en las que operan muchos defensores 
de derechos, particularmente los líderes de pueblos indígenas, afrodescen-
dientes y campesinos en las zonas rurales39. Al respecto, señala la organización 
Somos Defensores (2018): 

La protección colectiva ha sido un anhelo que desde hace años tienen las 
organizaciones sociales, no solo porque sea ya una obligación existente en 
el programa de protección vigente (decreto 1066 de 2015) sino porque la 
protección individual, material y armada no aguanta más, ni financiera, 
operativa o políticamente. 

Con el fin de lograr medidas de prevención y protección más eficaces, 
defensores y defensoras colombianos continúan movilizándose40, incluso en 
un contexto de incremento de los asesinatos de los defensores de derechos y 
del territorio41. 

Igualmente,  México (desde el 2012) y Honduras (desde el 2015) cuentan 
con leyes nacionales para la protección de los defensores, habiendo sido Mé-
xico el primer país en contar con un instrumento de protección establecido 

39	 Para un análisis más detallado, véase el informe conjunto de la Cumbre Agraria: Campesina, 
Étnica y Popular, Equipo Operativo Nacional Garantías y Derechos Humanos Coordinación 
Social y Política y el Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz (2018). Todos los nombres, 
todos los rostros: Informe de derechos humanos sobre la situación de líderes/as y defensores de 
derechos humanos en los territorios [en línea]. Recuperado de: https://www.marchapatriotica.
org/wp-content/uploads/2018/06/Informe-l%C3%ADderes-y-defensores-2018-1.pdf. 
También: CEJIL y Protection Interntional (2017). Es tiempo ya. Políticas públicas eficaces 
para el derecho a defender los derechos humanos [en línea]. Recuperado de: https://www.cejil.
org/sites/default/files/es_tiempoya_interactivo.pdf.

40	 Véase, por ejemplo: FPP (2018), Defensores y defensoras de derechos humanos de Montes 
de María en el norte de Colombia completan una marcha pacífica de protesta para 
exigir mejores medidas de prevención y protección para los líderes sociales que enfrentan 
una ola de amenazas de muerte [en línea]. Recuperado de: http://www.forestpeoples.
org/es/node/50316. También: FPP (2018), Los pueblos indígenas y las comunidades 
afrodescendientes de Colombia y el Perú piden mejores protecciones a los derechos [en línea]. 
Recuperado de: http://www.forestpeoples.org/es/lands-forests-territories/articulo-de-
noticias/2018/los-pueblos-indigenas-y-las-comunidades

41	 Defensoría del Pueblo de Colombia (2018). En 2018 han sido asesinados 164 líderes sociales 
y defensores de derechos humanos [en línea]. Recuperado de: http://www.defensoria.
gov.co/es/nube/noticias/7706/En-2018-han-sido-asesinados-164-l%C3%ADderes-
sociales-y-defensores-de-derechos-humanos-Defensores-de-DDHH-Cauca-Antioquia-
Defensor%C3%ADa-del-Pueblo-Carlos-Negret-Mosquera-l%C3%ADderes-sociales.htm
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por ley: el Mecanismo de Protección para Personas Defensoras de Derechos 
Humanos y Periodistas, que ofrece:

a.	 medidas preventivas (por ejemplo, acompañamiento de las personas 
en riesgo e incidencia estatal sobre las fuentes de amenazas); 

b.	 medidas de protección (enfocado en el equipamiento, por ejemplo, 
con celulares, instalación de sistemas de seguridad en las viviendas de 
personas amenazadas y la provisión de chalecos antibalas, autos blin-
dados o botones de pánico);

c.	 medidas urgentes de protección (protección mediante escoltas arma-
das o la reubicación temporal en casas seguras) (Comisión Mexicana 
de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, 2015).

El instrumento mexicano ha sido también criticado por presentar se-
rias limitaciones que incluyen una falta severa de personal y recursos, y 
por lo tanto carencia de una cobertura amplia (CEJIL & Protection Inter-
national, 2017: 28 – 31)42; y «una actitud algo reactiva», según el relator 
especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los defensores de los 
derechos humanos, Michel Forst (2018: 16) 43, quien además resalta «la 
ausencia de coordinación entre las autoridades federales y estatales con 
miras a garantizar una protección óptima sobre el terreno». Se concluye de 
lo anterior que no ha sido posible hacer frente a un entorno de impunidad 
generalizada.

Pero incluso con estas carencias, el representante de las Naciones 
Unidas en México resaltó que dicho mecanismo «ha salvado las vidas de 
personas»44, para quienes «la falta de recursos implicaría exponerlos a un 

42	 Excelsior (2018). Sin recursos para proteger a periodistas y defensores de DH: CNDH [en 
línea]. Recuperado de: https://www.excelsior.com.mx/nacional/sin-recursos-para-proteger-a-
periodistas-y-defensores-de-dh-cndh/1261364

43	 Asimismo, Amnistía Internacional (2018: 9) ha caracterizado el mecanismo como «un catálogo 
de medidas que poseen un enfoque policial y reactivo, en vez de buscar medidas estructurales 
que aborden las causas subyacentes de la violencia contra defensores y periodistas».

44	 En agosto de 2018, había 959 personas beneficiarias del mecanismo. OACNUDH en México 
(2018). ONU-DH exhorta Gobierno mexicano a garantizar recursos para Mecanismo de 
protección a periodistas y defensores [en línea]. Recuperado de: http://www.hchr.org.mx/index.
php?option=com_k2&view=item&id=1159%3Aonu-dh-exhorta-gobierno-mexicano-a-
garantizar-recursos-para-mecanismo-de-proteccion-a-periodistas-y-defensores&Itemid=265
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nivel de riesgo inaceptable», destacando la necesidad de garantizar recursos 
financieros para asegurar su funcionamiento. La cuestión de la viabilidad del 
mecanismo mexicano en el futuro sigue en duda45.

Es alarmante que incluso la existencia de estos programas y leyes de pro-
tección no pudiese evitarse que el 54% de los asesinatos registrados de defen-
sores de derechos en 2018 ocurriesen en México y Colombia, según registró 
Front Line Defenders (2019: 7), organización que, en un reciente análisis glo-
bal de amenazas y asesinatos, afirmó:

[…] a pesar de la existencia de programas de protección o mecanismos en 
muchos países de [América], no han tenido éxito en cambiar el ambiente 
en que operan los defensores de derechos humanos, ni en proteger los de-
fensores que corren los riesgos más altos. La impunidad es la ley no solo en 
relación con asesinatos, sino también con las amenazas de muerte y otros 
ataques, en los que suelen faltar la investigación debida (2019: 18).

Esta observación respalda una de las conclusiones centrales de esta publi-
cación: la implementación de los mecanismos de protección para defensores 
de derechos debe ir emparejada con medidas integrales de prevención diri-
gidas a las causas estructurales de la inseguridad y violencia. Es decir, en el 
contexto de la Amazonía peruana, el fin de la inseguridad jurídica que aflige 
la mayoría de los territorios indígenas mediante el pleno respeto por sus dere-
chos colectivos, incluidos el consentimiento libre, previo e informado, la libre 
determinación y la autonomía. 

Esta posición, como señalamos, es similar a la de la CIDH, que tiende 
a promover la reducción de los factores de riesgo que derivan en agresiones 
contra los defensores de derechos humanos. El énfasis es sustancialmente pre-
ventivo, aunque incorpora también acciones de protección e investigación.

A continuación, es importante referirnos a los mecanismos que los pue-
blos latinoamericanos vienen empleando, de forma comunitaria, para la pro-
tección de sus derechos colectivos y sus territorios.

45	 El Universal (2018) Recursos insuficientes para protección de activistas y periodistas [en 
línea]. Recuperado de: https://www.eluniversal.com.mx/nacion/recursos-insuficientes-para-
proteccion-de-activistas-y-periodistas
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3.2. Sistemas comunitarios de alerta temprana, prevención y protección

Aunque el Estado tiene la obligación principal de garantizar el derecho 
a defender los derechos humanos también en entornos inseguros y hasta 
letales, los pueblos indígenas y afrodescendientes, en varios países del conti-
nente, vienen elaborando sus propios sistemas de autoprevención y protec-
ción colectiva. 

Estas alternativas comunitarias no suelen recibir financiamiento público, 
sino por el  contrario surgen de experiencias de autoorganización en con-
textos de alta conflictividad donde las comunidades experimentan la escasa 
presencia, la falta de protección o incluso la hostilidad del Estado (en Perú, 
por ejemplo, existen convenios de seguridad entre empresas extractivas y la 
Policía Nacional), que se suma a la violencia procedente de grupos armados. 
Algunos ejemplos destacados incluyen a las guardias indígenas y cimarronas 
de Cauca y otras regiones de Colombia, o las fogatas de Cherán en México 
(Zibechi, 2018), mecanismos que juegan un papel clave en la defensa de la 
vida, la seguridad comunitaria y el territorio. 

De hecho, en muchos casos estos sistemas de autoprevención y protección 
comunitario-territorial tienen raíces ancestrales muy profundas. Por ejemplo, 
la guardia cimarrona del Palenke de San Basilio, en el norte de Colombia, data 
del año 1635 y sigue siendo de alta importancia en la defensa de los pueblos 
afrodescendientes y sus territorios. 

Los sistemas de alerta temprana, prevención y protección de las guar-
dias indígenas, cimarronas y campesinas consisten en realizar patrullajes y 
monitoreos, identificar amenazas emergentes a través de sistemas de alerta 
temprana vecinales, reubicar a defensores en riesgo, y alertar a las entidades 
estatales y organizaciones aliadas, con el fin de visibilizar y prevenir más 
agresiones. Al mismo tiempo, buscan fortalecer la gobernanza territorial y el 
control efectivo sobre los territorios al apoyar las decisiones colectivas adop-
tadas por las autoridades comunales.

Estas acciones, pese a no ser de amplia visibilidad por su naturaleza, pueden 
aportar lecciones importantes para los defensores de la tierra en la Amazonía 
peruana, donde se experimenta también a menudo la ausencia del Estado y los 
escenarios violentos propiciados por la inseguridad territorial.
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Comuneros de Allima Sachayuk Alto Chazutayacu realizan trabajos de monitoreo territorial.

El comunero Richard Fasabi inspecciona el territorio poco antes de sufrir el ataque de traficantes de tierras.
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III. Conclusiones

La presente publicación busca interpretar las dinámicas del despojo de 
los territorios de los pueblos indígenas de la Amazonia peruana, enfocán-
dose en las luchas por los derechos territoriales y ambientales en dos depar-
tamentos: Ucayali y San Martín. Para esto se destacan dos casos emblemáti-
cos, siendo el primero el de la comunidad shipibo-coniba de Santa Clara de 
Uchunya por la restitución de su territorio ancestral frente la deforestación, 
la expansión de plantaciones de monocultivos de palma aceitera, el tráfico 
de tierras, la violencia y otros graves impactos sociales, ecológicos y cultu-
rales; y el segundo el de la comunidad kichwa de Nuevo Lamas de Shapaja, 
frente a restricciones sobre el acceso y uso de sus tierras tradicionales tras la 
imposición del Área de Conservación Regional Cordillera Escalera, un área 
natural protegida.

Esta publicación intenta dilucidar las raíces que sostienen, toleran o en-
cubren patrones de violaciones de los derechos colectivos de los pueblos indí-
genas, que a lo largo de muchos años vienen provocando una doble crisis: la 
depredación de la gran Amazonía peruana y la violencia –tanto directa como 
estructural y subyacente– contra de los pueblos indígenas que la cuidan y de-
fienden. Esta violencia no solo involucra a  defensores y defensoras de los 
derechos humanos y de la tierra, sino también amenaza la supervivencia de 
comunidades y pueblos indígenas enteros. 

Desde hace décadas, existen una serie de falencias y vacíos en la legisla-
ción peruana que facilitan el despojo de los territorios indígenas. En un con-
texto donde las presiones sobre dichos territorios se han multiplicado por la 
expansión de la frontera agroextractiva y las áreas naturales protegidas –in-
tensificadas por la ausencia de mecanismos de salvaguarda para territorios no 
titulados en alrededor de 20 millones de hectáreas–, las referidas deficiencias 
se han vuelto hasta letales.
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Hasta tanto no sean corregidas, el Estado peruano no podrá garantizar un 
entorno seguro y pacífico para las personas y comunidades que defienden los 
derechos indígenas. Se hacen necesarias reformas legislativas que permitan 
remover los principales obstáculos que enfrentan los pueblos indígenas en el 
camino hacia su reconocimiento y titulación. 

Uno de los problemas más apremiantes es el no reconocimiento de la pro-
piedad indígena sobre tierras de aptitud forestal o de protección, así como en 
áreas naturales protegidas; igualmente los obstáculos en los procedimientos 
de evaluación agrológica y de clasificación de tierras por su capacidad de uso 
mayor, necesarios para obtener un título de propiedad. 

Además, se hace necesario incorporar normas que permitan salvaguardar 
territorios indígenas no titulados o pendientes de titulación, así como un me-
canismo administrativo que permita a los pueblos indígenas recuperar tierras 
que les han sido arrebatadas arbitrariamente por particulares o por el propio 
Estado. 

Solo así podrá garantizarse el reconocimiento pleno de sus derechos a la 
identidad cultural, la propiedad colectiva, el consentimiento libre, previo e in-
formado, la autonomía y la autodeterminación, entre otros. Esta debe ser una 
prioridad para el Estado peruano, en especial como medida preventiva frente 
al despojo, la deforestación y la violencia en la Amazonía peruana.

Se han destacado los métodos para las luchas en defensa de los territorios 
de vida de la Amazonía peruana y las diversas estrategias que vienen desarro-
llando los pueblos indígenas y sus aliados, incluyendo los mecanismos legales 
–bajo un enfoque de litigio estratégico–, de incidencia nacional e internacio-
nal, el autolinderamiento y monitoreo territorial; y el uso de la jurisdicción 
indígena. 

Sin embargo, cabe destacar que estas estrategias son empleadas a menudo 
en entornos altamente peligrosos. A diferencia de otros países de la región, en 
el Perú no existen mecanismos de protección para los defensores de derechos 
humanos, por lo que consideramos urgente que el Estado peruano asuma su 
responsabilidad de implementar, en el plazo más perentorio, medidas para 
brindarles una protección efectiva. Tales medidas deben ser desarrolladas con 
la plena participación de las personas y comunidades defensoras, quienes co-
nocen de cerca sus desafíos, y de conformidad con los estándares internacio-
nales existentes.
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Pueblos indígenas, afrodescendientes y campesinos en otros países de la 
región, particularmente en zonas rurales cuyas condiciones se asemejan a las 
de la Amazonía peruana, también han insistido en la necesidad de establecer 
sus propios sistemas comunitarios de autoprevención y protección colectiva, 
ofreciendo lecciones pertinentes e importantes para el contexto nacional.

En un entorno de múltiple crisis social, política y ecológica, el Estado pe-
ruano tiene la oportunidad de enfrentar las dinámicas del despojo y asegurar 
los territorios de los pueblos indígenas, garantizando así la protección y el 
cuidado de los bosques y aguas de la Amazonía para el buen vivir y futuro. No 
solo de sus habitantes, sino para el resto de la sociedad peruana, la humanidad 
y los demás seres vivos del planeta Tierra.
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IV. Recomendaciones

Para el Estado peruano

	 Sobre el reconocimiento de los derechos territoriales de los pueblos 
indígenas:

-	 Cumplir con su obligación de delimitar, demarcar y titular los territo-
rios de los pueblos indígenas, garantizando a los gobiernos regionales 
los recursos necesarios y el personal adecuado para llevar a cabo tales 
procedimientos y brindar así a los indígenas seguridad sobre sus terri-
torios ancestrales. 

-	 Honrar el compromiso de armonizar la legislación actual sobre los 
derechos territoriales de los pueblos indígenas con el Convenio 169 
y demás legislación aplicable, incluyendo la derogatoria de normas 
inconstitucionales como el artículo 11 de la Ley de Comunidades 
Nativas que excluye de los territorios indígenas las tierras de aptitud 
forestal o de protección, y el artículo 4 de la Ley Natural de Áreas Pro-
tegidas que excluye igualmente las áreas naturales protegidas. Ambas 
disposiciones son violatorias del derecho de propiedad de los pueblos 
indígenas.

-	 Adoptar, sin perjuicio de lo señalado, nuevas medidas para simplificar 
la evaluación agrológica y CTCUM que se requiere a los pueblos indí-
genas durante la titulación, a fin de no obstaculizar el reconocimiento 
de su propiedad.

-	 Adecuar, de conformidad con los estándares internacionales, los pro-
cedimientos asociados con el reconocimiento de la personería jurídica 
de los pueblos indígenas y la titulación del territorio.
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-	 Crear un mecanismo para salvaguardar los territorios no titulados 
mientras duren los procedimientos de titulación o cuando se tenga in-
dicios de presencia indígena. Mientras algún procedimiento de titula-
ción esté en curso, el Estado peruano deberá abstenerse de otorgar de-
recho alguno sobre las tierras en cuestión, tales como constancias de 
posesión, concesiones forestales, mineras o hidrocarburíferas, y ser-
vidumbres, También deberá abstenerse de clasificar las tierras como 
áreas naturales protegidas o bosques de producción permanente, ex-
cepto cuando cuenten con el consentimiento previo, libre e informado 
de los pueblos indígenas involucrados.

-	 Cumplir con su obligación de crear un mecanismo administrativo 
para efectuar la restitución de los territorios indígenas ancestrales 
e implementar las medidas adecuadas para revertir la situación de 
despojo que hoy viven comunidades amazónicas como Santa Clara 
de Uchunya.

-	 Realizar una revisión exhaustiva del sistema de gobernanza forestal 
actual, con participación de las organizaciones indígenas y de la socie-
dad civil, para identificar sus debilidades, pues actualmente se utiliza 
dicho sistema para promover la conversión de bosques tropicales en 
la Amazonia peruana a tierras agrícolas que conllevan graves conse-
cuencias sociales y ambientales.

-	 Declarar una moratoria en el otorgamiento de constancias de pose-
sión o predios particulares, emisión de concesiones o servidumbres 
y reclasificación de tierras de aptitud forestal o de protección para 
fines agropecuarios en la Amazonia peruana. Ello  mientras no se 
tomen medidas para superar los vacíos y falencias a los que nos he-
mos referido.

Sobre la conservación y los pueblos indígenas:

-	 Reconocer la valiosa contribución de los pueblos indígenas en la 
protección y conservación de los ecosistemas vitales de la Amazo-
nía y, dado que «los bosques de propiedad y gestión indígena son 
mucho más efectivos en reducir la deforestación que las áreas es-
trictamente protegidas», reorientar las políticas públicas en torno a 
la conservación para priorizar el reconocimiento pleno de los dere-
chos indígenas y promover un modelo de conservación basado en 
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el respeto por sus derechos humanos, como pueblos y comunidades 
que vienen cuidando y criando aquellos ecosistemas y territorios 
desde tiempos inmemoriales. 

-	 Someter a procedimientos de consulta previa el establecimiento y 
mantenimiento de áreas naturales protegidas en los territorios ances-
trales de los pueblos indígenas, y solo crearlas cuando se cuente con 
el consentimiento libre, previo e informado de los pueblos afectados, 
según los estándares internacionales.

-	 Destinar recursos para apoyar las medidas que vienen desarro-
llando los  pueblos indígenas para proteger la Amazonía peruana, 
incluidos el autogobierno y la gobernanza territorial indígena, la 
reducción de las emisiones debidas a la deforestación y la degrada-
ción de los bosques (REDD + Indígena Amazónicos), el monitoreo, 
reporte y verificación (MRV) indígena, las propuestas de una eco-
nomía indígena de Vida Plena, la zonificación propia y los sistemas 
de monitoreo territorial. 

Sobre los defensores de la tierra

-	 Frente a las campañas comunes de criminalización y persecución con-
tra defensores y defensoras de derechos humanos y de la tierra, reali-
zadas incluso en los medios de comunicación, el Estado debe asumir 
compromisos proactivos como la emisión de pronunciamientos pú-
blicos para valorar el trabajo de las defensoras y defensores.

-	 Adoptar un plan multisectorial para reconocer y promover públi-
camente el derecho a defender los derechos, sobre todo los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas sobre sus territorios ancestrales 
y recursos naturales, incluyendo el derecho al consentimiento libre, 
previo e informado, la autonomía y la autodeterminación.

-	 Garantizar un entorno seguro y propicio donde las personas, comu-
nidades, pueblos indígenas y organizaciones aliadas defensoras de 
derechos humanos puedan actuar sin amenazas, restricciones, in-
seguridad y criminalización, y adoptar las medidas necesarias para 
abordar las causas fundamentales de las amenazas y las agresiones 
en su contra, en particular aquellas situaciones de amenaza a la se-
guridad personal.
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-	 Elaborar un protocolo para la protección de los defensores de la tierra 
y desarrollar mecanismos concretos e inmediatos para proteger sus 
derechos como indígenas, en conformidad con los estándares interna-
cionales y contando siempre con la participación plena de las personas 
y comunidades en riesgo. Estas acciones deben incluir la dotación de 
recursos para establecer o fortalecer sistemas comunitarios de alerta 
temprana, autoprevención y protección colectiva, y la administración 
de la justicia indígena, que tienen más posibilidades de éxito en las 
zonas rurales de la Amazonía peruana. 

-	 Mantener información actualizada sobre los actos de violencia o ame-
naza contra los defensores de la tierra, incluyendo datos sobre los ac-
tores estatales, empresas, inversionistas e individuos involucrados. 
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